SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre documentos electrónicos, firma electrónica y servicios de certificación de dicha firma.





BOLETÍN Nº 2.571-19


__________________________________











HONORABLE SENADO:





	Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de presentaros su segundo informe sobre el proyecto de ley de la referencia, que tuvo su origen en un mensaje de S.E. el Presidente de la República, y ha sido calificado de "Suma Urgencia".





	Dejamos constancia que los artículos 6º a 10 del proyecto de ley recaen sobre materias propias de ley orgánica constitucional, en la medida que serán aplicables a todos los órganos del Estado, entre ellos los que componen la Administración del Estado, el Congreso Nacional, el Poder Judicial, el Ministerio Público, el Tribunal Constitucional, la Justicia Electoral y el Banco Central, cuya organización y funcionamiento están regladas por leyes orgánicas constitucionales, de acuerdo a la Constitución Política de la República. En lo que atañe a los tribunales de justicia, la Comisión ha recabado el informe de rigor de la Excma. Corte Suprema mediante oficio L-Nº 134/01, de 26 de diciembre pasado.





	Asimismo, el artículo 19 del proyecto de ley versa sobre materias propias de ley orgánica constitucional, en virtud de lo dispuesto en el artículo 74 de la Carta Fundamental.





	En consecuencia, dichas disposiciones deben ser aprobadas por las cuatro séptimas partes de los Senadores en ejercicio, de acuerdo al artículo 63, inciso segundo, del mismo texto supremo.





- - -








	Consignamos las siguientes materias, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado:





	I.- Todos los artículos que han sido objeto de indicaciones o de modificaciones.





	II.- Sólo fueron objeto de indicaciones rechazadas los artículos 18 (que pasa a ser 17) y 21 (que pasa a ser 20).





	III.- Indicaciones aprobadas: Nºs 12, 18, 19, 23, 26, 31, 32, 39, 40, 41, 46, 64, 65, 66, 67, 69, 71, 76, 117, 121, 124 y 136.





	IV.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: Nºs primera, 1, 4, 5, 6, 8, 9, 11, 14, 20, 77, 89, 100, 114, 115, 123 y 126.





	V.- Indicaciones rechazadas: Nºs. 2, 7, 10, 13, 15, 16, 17, 21, 28, 29, 33, 34, 35, 36, 38, 42, 43, 44, 45, 47, 48, 49, 50, 51, 52, 54, 55, 56, 57, 58, 59, 60, 61, 62, 63, 68, 70, 72, 73, 74, 75, 78, 79, 80, 81, 82, 83, 84, 85, 86, 87, 88, 91, 92, 93, 94, 95, 96, 97, 98, 99, 101, 102, 103, 104, 105, 106, 107, 108, 109, 110, 111, 112, 113, 116, 118, 122, 125, 127, 128, 129, 130, 131, 132, 134 y 135.





	VI.- Indicaciones retiradas: Nºs 3, 22, 24, 25, 27, 30, 37, 119, 120 y 133.





	VII.- Indicación inadmisible: La Nº 53.





- - -





	A las sesiones que vuestra Comisión dedicó al estudio de las indicaciones presentadas a esta iniciativa legal asistieron, especialmente invitados, el señor Subsecretario de Economía, Fomento y Reconstrucción, don Alvaro Díaz; el Jefe de la División Jurídica de ese Ministerio, señor Enrique Sepúlveda, y los asesores señores Enrique Vergara y Raúl Arrieta, así como el asesor del Ministerio de Justicia, señor Fernando Dazzarola.





	La Comisión tuvo presente, además, el informe de 17 de agosto de 2001, sobre aspectos civiles del proyecto de ley, que preparó el profesor de Derecho Civil de la Universidad de Los Andes, señor Hernán Corral Talciani, con la colaboración del profesor señor Jorge Wahl Silva, y las observaciones planteadas por la Asociación de Bancos e Instituciones Financieras de Chile A.G. al señor Presidente del Senado con fecha 7 de septiembre del mismo año.





- - -








	La primera de las indicaciones presentadas, del H. Senador señor Viera-Gallo, tiene por objeto reemplazar el título que se le ha  dado a este proyecto de ley, que es el de “Proyecto de ley sobre firma electrónica y los servicios de certificación de dicha firma”, por “Proyecto de ley sobre documentos electrónicos, firma electrónica y los servicios de certificación del titular de dicha firma.”.





	Explicó el H. Senador autor de la proposición que la iniciativa legal debiera indicar, en su denominación, cuáles son los aspectos que regula, y en ese sentido, entiende que es necesario precisar que también se dan normas sobre los documentos electrónicos.





	Los señores representantes del Ejecutivo explicaron que el nombre que se ha dado al proyecto de ley obvia a los documentos electrónicos, toda vez que ellos son el soporte o sustrato involucrado cuando se hace referencia a la firma electrónica. En la iniciativa se los menciona solamente cuando resulta inevitable, ya que lo trascendente es la firma electrónica, y, además, porque el concepto de documento tiene un alcance más amplio de aquel en que se está empleando.





	La Comisión estuvo de acuerdo en que la firma electrónica está asociada a una materialidad, cual es el documento electrónico. En esa medida, aunque habitualmente la denominación de la ley es estampada por el Presidente de la República, en el decreto supremo promulgatorio, consideró apropiado incorporarla en términos similares a los que propone la indicación. 





	La unanimidad de los integrantes de la Comisión, HH. Senadores señores  Aburto, Chadwick, Díez, Silva y Viera-Gallo, aprobó la indicación con cambios de forma. 








ARTICULO 1º








	La indicación número 1, del H. Senador señor Viera-Gallo, en concordancia con la sugerencia precedente sobre la denominación de la ley, plantea sustituir la enumeración de los contenidos que ella regula, prevista en el inciso primero, disponiendo al efecto la ley se referirá a los documentos electrónicos y sus efectos legales, a la utilización en ellos de firma electrónica; a la prestación de servicios de certificación de la identidad del titular de ellas, y al procedimiento de acreditación al que deberán sujetarse los prestadores de dicho servicio con el objeto de garantizar la seguridad en su uso.





	El H. Senador señor Viera-Gallo planteó que uno de los aspectos centrales de este proyecto de ley es el de la identidad del titular de la firma electrónica, toda vez que lo que se certifica es la autenticidad de la firma, y por lo tanto, su identidad, lo cual no significa que siempre la firma vaya a ser usada por la misma persona.





		Los representantes del Ejecutivo afirmaron que la norma aprobada en general se refiere adecuadamente a los objetos de regulación, esto es, la firma electrónica, los servicios de certificación de ella y el procedimiento de acreditación de los prestadores de dichos servicios. Lo medular del proyecto es la firma electrónica, y la lógica que está detrás es que debe ser considerada de la misma manera que la firma ológrafa; es decir, cada persona deberá responder por su firma y por el uso que le dé, ya que es un atributo propio y personal. 





	La Comisión se mostró partidaria de acoger la indicación, con modificaciones, porque mantiene los aspectos básicos que serán objeto de regulación legal, pero agrega el concepto de documentos electrónicos y la finalidad de garantizar la seguridad en el uso de las firmas electrónicas, que tiene el procedimiento de acreditación de los prestadores del servicio de certificación .





	Se aprobó la indicación, con enmiendas, por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, HH. Senadores señores  Aburto, Chadwick, Díez, Silva y Viera-Gallo.





	La indicación número 2, del H. Senador señor Vega, propone reemplazar el inciso segundo, que expresa que las actividades reguladas por esta ley se someterán a los principios que señala -de libertad de prestación de servicios, libre competencia, neutralidad tecnológica, compatibilidad internacional y equivalencia del soporte electrónico al soporte de papel-, para manifestar que se someterán a los principios que define en seguida:





	a) Libre Prestación: implica que todas las normas establecidas para regular la firma electrónica, deberán garantizar la libre iniciativa económica, reconociendo las limitaciones constitucionales y legales vigentes.





	b) Neutralidad Tecnológica: se refiere a no comprometer el sistema a una determinada tecnología, permitiendo que la firma digital, acceda a modernizaciones destinadas a mantener su eficiencia de empleo, operación, almacenamiento y mecanismos de transmisión.





	c) Equivalencia de medios: consiste en hacer equivalentes la firma digital con la firma tradicional, siempre que se cumpla con las exigencias que señala la ley.





	d) Autonomía de la voluntad: significa que las partes son soberanas y libres para optar las formas de actuar y contratar electrónicamente.





		e) No Discriminación: no se podrá discriminar hacia un determinado documento, porque éste se encuentre en un formato electrónico o con firma digital, pretendiendo negarle validez legal por no constar en forma escrita, con las excepciones contempladas en esta ley.





	Los señores representantes del Ejecutivo sostuvieron que los principios a que se sujetarán las actividades reguladas por la ley constituyen la directriz de toda la iniciativa legal. En ese sentido, declararon que prefieren la enunciación del proyecto de ley, aun cuando algunos de ellos pudieran parecer reiterativos, como el de la libre prestación de servicios y de libre competencia, han sido incorporados por la novedad de esta regulación. A su vez, el principio de la neutralidad tecnológica significa que el proyecto no se inclina por una determinada tecnología, como ocurriría si se denominara de “firma digital”, tecnología que en la actualidad es la de mayor aplicación en el mundo. El principio de la compatibilidad internacional busca precisar que debe existir la armonía indispensable con toda la legislación internacional. Por último, un punto de la mayor transcendencia es el de la equivalencia del soporte electrónico con el soporte papel.





	Por otra parte, consideraron impropio e inconveniente que el legislador asuma la tarea de definir los principios, porque corresponde desarrollarla a la doctrina y la jurisprudencia.





	La indicación fue desechada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, HH. Senadores señores Díez, Fernández, Silva y Viera-Gallo.





	La indicación número 3, del H. Senador señor Viera-Gallo, suprime el inciso final del artículo, donde se exije que toda interpretación de los preceptos de esta ley guarde armonía con los principios señalados en el inciso segundo.





	Los señores representantes del Ejecutivo estimaron que los incisos segundo y final son plenamente congruentes, por cuanto las disposiciones de esta ley deben ser interpretadas en armonía con los referidos principios.





	La Comisión prefirió conservar la disposición, porque, aun cuando en rigor sea innecesaria, refuerza la necesidad de que la interpretación que se haga de esta ley observe las directrices que se han tenido en vista al establecerla.





	La indicación fue retirada por su autor.








ARTICULO 2º





Letra a)





	Define lo electrónico como lo relacionado con tecnología que tenga capacidades eléctricas, digitales, magnéticas, inalámbricas, ópticas, electromagnéticas u otras similares





	La indicación número 4, del H. Senador señor Viera-Gallo, propone suprimir la expresión “relacionado con”.





	El H. Senador autor de la indicación explicó que ella se fundamenta en el hecho que lo “electrónico” es una característica, en este caso, de la tecnología, y no algo que está relacionado con ella.





	La Comisión compartió esta idea, resolviendo incorporar en la definición el hecho de que lo electrónico es característica de la tecnología que tiene las capacidades que se mencionan.





	Consecuentemente, aprobó la indicación con modificaciones, por la unanimidad de los HH. Senadores señores Aburto, Chadwick, Díez, Silva y Viera-Gallo.








Letra b)





	Concibe al certificado de firma electrónica como la certificación electrónica que da fe sobre los datos referidos a una firma electrónica.





	La indicación número 5, del H. Senador señor  Viera-Gallo, reemplaza la letra para definir el certificado electrónico de identidad, como el mensaje de datos, documento electrónico u otro registro que de fe del vínculo entre el firmante o titular del certificado y los datos de creación de la firma electrónica.





	La indicación número 6, del H. Senador señor Vega, sustituye la letra con el propósito de definir el certificado de firma electrónica como aquella representación electrónica que da fe sobre los datos referidos a una firma electrónica simple o avanzada, y cumple la función de vincular la identidad de un signatario a un dispositivo digital de firma.





	La indicación número 7, del H. Senador señor Stange, reemplazar la frase “certificación electrónica que da fe sobre” por “crédito que se da a”.





	La Comisión optó por mantener el concepto de certificado de firma electrónica, pero acogiendo las indicaciones 5 y 6 en lo que respecta a que el certificado debe dar fe del vínculo existente entre el firmante o titular del certificado y los datos de creación de la firma electrónica.





	Las indicaciones números 5 y 6 fueron aprobadas con modificaciones, en forma unánime. Votaron, respecto de la primera,  los HH. Senadores señores Aburto, Chadwick, Díez, Silva y Viera-Gallo y, respecto de la segunda, los HH. Senadores señores Díez, Fernández, Silva y Viera-Gallo.





	La indicación número 7 fue rechazada, también por unanimidad, por los HH. Senadores señores Díez, Fernández, Silva y Viera-Gallo.








Letra c)





	Entiende por certificador la  entidad prestadora de servicios de certificación de firmas electrónicas.





	La indicación número 8, del H. Senador señor Viera-Gallo, propone definir al prestador de servicios de certificación o certificador, como la entidad que expide certificados electrónicos de identidad.





	La Comisión estuvo por mantener la norma aprobada en general para la definición de certificador, en orden a que se certificará la firma electrónica y no la identidad, pero estimó oportuno complementar el concepto definido con el de prestador de servicios de certificación, que se emplea como sinónimo en el proyecto de ley.





	La indicación fue acogida con enmiendas, por los HH. Senadores señores Aburto, Chadwick, Díez, Silva y Viera-Gallo.





Letra d)





	Define al documento electrónico como toda representación electrónica que dé testimonio de un hecho, una imagen o una idea.





	La indicación número 9, del H. Senador señor Viera-Gallo, reemplaza esta definición por otra, referida al documento electrónico o mensaje de datos, el cual se entiende como toda información generada, enviada, recibida o archivada por medios electrónicos y susceptible de ser almacenada por el receptor de un modo idóneo para permitir posteriores consultas.





	El profesor señor Corral hizo presente a la Comisión que las normativas extranjeras e internacionales, en el mismo sentido de la indicación, requieren la posibilidad de almacenamiento de la información para luego ser consultada, de forma que el documento electrónico sea algo más que una representación fugaz y esporádica, imposible de reflejar en algún medio tangible. La Ley Uniforme sobre Transacciones Electrónicas de Estados Unidos (UETA) y la Ley Modelo de UNCITRAL, aprobada por la Comisión de las Naciones Unidas sobre el Derecho Mercantil de 5 de julio de 2001, establecen la equivalencia al documento escrito sólo si la información contenida en el mensaje digital es recuperable de modo de hacer posible una consulta posterior, elemento este último de gran trascendencia, y que debería ser incorporado en la legislación nacional.





	Por tal motivo, propuso definir al documento electrónico como toda representación de un hecho, imagen o idea, que sea creada, enviada, comunicada o recibida por medios electrónicos y almacenada de un modo idóneo para permitir posteriores consultas.





	Los señores representantes del Ejecutivo estimaron que dicho elemento está implícito en el concepto, porque el documento electrónico es como una carta que se recibe, y el receptor de ella decide si la guarda o la rompe. Como es indispensable esta característica para darle efectos jurídicos, hicieron saber que, si se consideraba preferible consignarla en forma explícita, no veían inconveniente en que así se hiciera.





	La Comisión estuvo de acuerdo en incorporar tal elemento, sobre la base de la sugerencia del profesor señor Corral, pero con la precisión de que el almacenamiento del documento debe ser realizado no sólo de modo de permitir consultas, sino que, en general, de permitir su uso posterior. Quiso evitar con ello que la definición quede referida solamente a la posibilidad de consulta, que es una actividad más limitada, consistente en la mera observación o examen del documento.





	Se aprobó con enmiendas la indicación, por la unanimidad de los integrantes presentes, HH. Senadores señores  Aburto,Chadwick, Díez, Silva y Viera-Gallo.








Letra e)





	Aun cuando no fue objeto de indicación, la Comisión analizó esta letra, que establece como Entidad Acreditadora a la Subsecretaría de Economía, Fomento y Reconstrucción.





	Al respecto, el H. Senador señor Viera-Gallo señaló que no formuló indicación por carecer de iniciativa legislativa, pero que discrepa de la idea de que sea el Gobierno, a través de esta Subsecretaría, quien actúe como Entidad Acreditadora, por ser partidario de mantener absoluta neutralidad política en esta materia. De semejante función pueden derivarse muchas consecuencias, que no deberían ser asumidas por el Gobierno de turno, sino que por un ente autónomo, y si ello no puede ser, por el Ministerio de Justicia, que tiene más vinculaciones funcionales con la acreditación de firmas.





	Los señores representantes del Ejecutivo, por su parte, sostuvieron que la acreditación debe ser efectuada por un organismo de la Administración del Estado. La eventual inconveniencia de que la Administración se involucre en este aspecto contrasta con las múltiples funciones que debe realizar y tienen mayor significación que la acreditación de firmas electrónicas, puesto que se relacionan con la vida, la salud, la seguridad social y otras áreas de trascendencia.  Dada la necesidad de radicar la función en nuestro marco institucional, se optó por la Subsecretaría de Economía, por cuanto se trata de una actividad de un alto contenido económico, no sólo limitado al uso de redes de telecomunicaciones o de infraestructura, sino que referido a la inserción del país en la nueva economía. Además, desde el punto de vista de las capacidades, el sistema de acreditación, tanto de calidad como de producto, está vinculado más directamente al Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, por medio del Instituto Nacional de Normalización - que es un organismo experto en acreditación - que a cualquier otro Ministerio.





	Ante una duda planteada en el seno de la Comisión, en cuanto al futuro de la actividad notarial, explicaron que los certificadores de manera alguna van a reemplazar en sus funciones propias a los notarios, toda vez que continuará radicada en esos auxiliares de la administración de Justicia la celebración de una serie de actos que sólo pueden realizarse con su intervención. En esa perspectiva, se explica que en este proyecto de ley no se encuentre comprometida la fe pública, ni se alteren las normas del derecho común.





	A la luz de las explicaciones anteriores, se mantuvo esta disposición sin enmiendas.





Letras f) y g)





	La letra f) define la firma electrónica avanzada como aquella creada usando medios que el titular mantiene bajo su exclusivo control, de manera que esté vinculada únicamente al mismo y a los datos a los que se refiere, y permita que sea detectable cualquier modificación ulterior de éstos, garantizando así la identidad del titular y que éste no pueda desconocer la autoría del documento y la integridad del mismo





	La letra g) contiene la noción de firma electrónica, que entiende como cualquier sonido, símbolo o proceso electrónico, que permite al receptor de un documento electrónico identificar al menos formalmente a su autor.





	El concepto de firma electrónica avanzada fue objeto de tres indicaciones.





	La indicación número 10, del H. Senador señor Viera-Gallo, la sustituye por una definición de firma electrónica, que concibe como el conjunto de datos consignados  en un documento electrónico, adjuntados o lógicamente asociados al mismo y que permiten identificar al titular de la firma, indicar que el titular de ella aprueba la información contenida en el documento y posibiliten detectar cualquier modificación introducida en éste con posterioridad a su suscripción digital.





	La indicación número 11, del H. Senador señor Vega, propone ubicar la definición luego del concepto de firma electrónica, y acotar que el titular mantiene "generalmente" los medios de creación de la firma electrónica avanzada bajo su exclusivo control.





	La indicación número 12, de. S.E. el Vicepresidente de la República, reemplaza el término “garantizando” por “verificando”.





	Por su  parte, la definición de firma electrónica recibió, asimismo, tres indicaciones.





 	La indicación número 13, del H. Senador señor Viera-Gallo, consecuentemente con la indicación número 7, plantea suprimir el concepto.





	La indicación número 14, del H. Senador señor Vega, sugiere ubicar esta definición antes de la de firma electrónica avanzada, reemplazándola por otra que la considera el equivalente a la firma digital en papel, a través de la cual se establece la identidad del suscriptor de un determinado documento, distribuida mediante cualquier proceso electrónico, que permite al receptor del documento electrónico, identificar al menos formalmente a su autor.





	La indicación número 15, del H. Senador señor Stange, propone suprimir la expresión “al menos”.





	El H. Senador señor Viera-Gallo explicó que sus indicaciones números 10 y 13 plantean un tema de fondo, sobre el cual hay que tomar una opción: si se mantendrán dos clases de firma electrónica y de certificadores, como plantea el proyecto de ley, o se unificarán. En su concepto, no debería existir tal diferenciación.





	Los señores representantes del Ejecutivo manifestaron que el proyecto de ley en estudio apunta fundamentalmente a regular la firma electrónica avanzada y sus efectos, y para ello considera, entre otros aspectos, normas referidas a la entidad acreditadora, que queda radicada en la Subsecretaría de Economía, Fomento y Reconstrucción, y a las personas que certificarán dicha firma. Esta regulación apunta a que la firma electrónica avanzada sea más segura, pero no obstaculiza la existencia de otras firmas electrónicas. 





	Consideraron indispensable mantener la existencia de las dos firmas, para dar a cada usuario la libertad de optar por una u otra de acuerdo a sus necesidades y a los requerimientos de la gestión a realizar. No puede olvidarse que existen una serie de actividades – deportivas, estudiantiles, gremiales, etc.– en que no será menester contar con una seguridad absoluta, como la que proporciona la firma electrónica avanzada.





	Añadieron que, con ello, simplemente se aplica la idea que inspira la iniciativa legal, de hacer equivalente el mundo real con el electrónico, lo que implica reconocer que los actos y contratos que se celebren, tanto si se realizan mediante firma avanzada o simple, son igualmente válidos, con independencia del valor probatorio que se les asigne.





	Las indicaciones números 10 y 13 se desecharon por la unanimidad de los integrantes presentes, HH. Senadores señores Aburto,Chadwick y Silva.





	En relación con las indicaciones números 11 y 14, del H. Senador señor Vega, que sugieren que en primer lugar se contemple el concepto genérico de firma electrónica, y luego el de firma electrónica avanzada, por ser una especie de la primera, la Comisión tuvo en cuenta una opinión similar del profesor señor Corral.





	Añadió dicho profesor que debería haber una mayor precisión en el concepto de la primera, por lo que sería adecuado seguir en esta materia la Ley Modelo de UNCITRAL, según la cual por firma electrónica se entenderán los datos en forma electrónica consignados en un mensaje de datos, o adjuntados o lógicamente asociados al mismo, que pueden ser utilizados para identificar al firmante en relación con el mensaje de datos e indicar que aquel aprueba la información recogida en el mensaje de datos.





	La Comisión, luego de escuchar a los señores representantes del Ejecutivo, decidió mantener el concepto de firma electrónica, por estimar suficiente la noción básica de que permite al receptor de un documento identificar al menos formalmente a su autor. Por lo mismo, no estuvo de acuerdo con la indicación número 15, que sugiere eliminar la frase "al menos". Estimó, además, que la sugerencia contenida en la indicación número 14 incurre en una impropiedad, al aludir a la firma digital.





	Sin perjuicio de lo anterior, cambió la ubicación del concepto de firma electrónica en el artículo, para contemplarla antes de la definición de firma electrónica avanzada.





	Las indicaciones números 11 y 14 se acogieron, con modificaciones, y se rechazó la indicación número 15, por la unanimidad de los HH. Senadores señores Díez, Fernández, Silva y Viera-Gallo.





	Con ocasión del debate que surgió en la Comisión acerca del valor probatorio de los documentos electrónicos, al tratar luego los artículos 4º y 5º, los señores representantes del Ejecutivo sugirieron valorar como instrumento público aquellos documentos electrónicos que, teniendo la calidad de privados, hayan sido suscritos mediante firma electrónica avanzada; y establecer, como requisito para extender un documento electrónico que tenga la calidad de instrumento público, que sea suscrito mediante firma electrónica avanzada.





	La Comisión acogió esos planteamientos, porque se hacían cargo satisfactoriamente de las conclusiones de aquel debate.





	Como corolario, los señores representantes del Ejecutivo hicieron ver la necesidad de modificar la definición de firma electrónica avanzada, a fin de precisar que ésta sólo podrá ser certificada por prestadores acreditados.





	Explicaron los representantes del Ejecutivo que dicho elemento produce una simetría entre la entidad que da la mayor seguridad en su operación – el certificador acreditado – y el servicio que se presta, que es la firma electrónica avanzada, con el mayor valor probatorio que se le reconoce a los documentos que lleven adicionada esta firma. Agregaron que el calificativo de “avanzada” es el que se utiliza en la letra b) del artículo 2º  de la ley española, Real Decreto Ley  14/1999, de 17 de septiembre de ese año, sobre firma electrónica, y en la Directiva 99/93 de la Unión Económica Europea.�





	La nueva definición, que incorpora el contenido de la indicación número 12, se aprobó por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, HH. Senadores señores  Aburto, Chadwick y  Silva.





	Consecuentemente, la indicación número 12 quedó acogida en forma unánime, con la referida votación.








Letra h)





	Define al usuario o titular, como la persona que utiliza bajo su exclusivo control un certificado de firma electrónica.





	La indicación número 16, del H. Senador señor Viera-Gallo, sustituye este concepto por otro, que señala que el titular es la persona natural a la que el Prestador de Servicios de Certificación identifica con la información contenida en el certificado electrónico de identidad.





	La Comisión consideró que el supuesto en que se sustenta la proposición no es exacto, toda vez que la firma electrónica no es exclusiva de las personas naturales, y también puede provenir de las personas jurídicas, independientemente de quien sea la persona natural autorizada para su uso.





	En consecuencia, la indicación fue desechada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Aburto, Chadwick, Díez, Silva y Viera-Gallo.








ARTICULO 3º





Inciso primero





	Hace equivalentes los actos y contratos suscritos por medio de firma electrónica con los celebrados por escrito y en soporte de papel. Declara que se reputarán como escritos, en los casos en que la ley exija que consten por escrito, y en todos aquellos casos en que la ley prevea consecuencias jurídicas cuando constan por escrito. 





	La indicación número 17, del H. Senador señor Viera-Gallo, reemplaza esta norma, proponiendo expresar que los documentos electrónicos, suscritos por medio de firma electrónica, en que consten declaraciones de voluntad, serán válidos de la misma manera y producirán los mismos efectos que aquellos escritos y en soporte de papel. Tales declaraciones se reputarán como escritas, en los casos en que la ley así lo exija o cuando prevea consecuencias jurídicas si constan de ese modo.





	Los señores representantes del Ejecutivo hicieron ver que la validez, de que trata la norma, debe estar referida al acto o contrato, y no al documento, como postula la indicación.





	Añadieron que la idea central es que no puede negarse valor legal a un acto o contrato por el hecho de emitirse electrónicamente, siendo, por lo tanto, perfectamente aplicables las reglas sobre formación del consentimiento de la legislación común. El proyecto de ley tiene un concepto minimalista, en el sentido de circunscribir su alcance a la firma electrónica y sus efectos legales, y no pretende extenderse a otras materias, como la regulación de los documentos electrónicos en general, que deberán ser objeto de una iniciativa legal posterior. 





	La Comisión compartió la explicación anterior, toda vez que lo central es el acto que se otorgue o el contrato que se celebre, cuya validez estará determinada de acuerdo al principio de la equivalencia entre el soporte de papel y el electrónico, independientemente de la materialidad de la firma. 





	En atención a lo anterior, rechazó la indicación número 17 por la unanimidad de los integrantes presentes, HH. Senadores señores Aburto, Chadwick, Díez, Silva y Viera-Gallo.





	Las indicaciones números 18, 19, 20 y 21, todas formuladas por el H. Senador señor Stange, proponen sendos cambios de redacción en el inciso primero. La primera sugiere excluir las palabras "públicas o privadas", que aluden a las personas jurídicas; la segunda intercala la palabra "igualmente" entre "constan" y "por escrito"; la tercera sustituye la frase "consten por escrito" por "de ese modo", y la última reemplaza los términos "aquellos casos en" por "aquellos sucesos en".





	Fueron aprobadas las indicaciones números 18, 19 y 20, y rechazada la 21, en forma unánime, por los HH. Senadores señores Díez, Fernández, Silva y Viera-Gallo.








Inciso segundo





	Establece que las reglas del inciso primero no serán aplicables a aquellos actos y contratos en que la ley exige una solemnidad que no sea susceptible de cumplirse mediante documento electrónico; aquellos en que la ley requiera la concurrencia personal de alguna de las partes; y aquellos relativos al derecho de familia.





	La indicación número 22, del H. Senador señor Viera-Gallo, sustituye el encabezamiento, para señalar que tales reglas no serán aplicable a los documentos electrónicos en que consten declaraciones de voluntad otorgadas o celebradas en los casos que se enumeran.





	Fue retirada por su autor.





	La indicación número 23, del H. Senador señor Stange, reemplaza en el encabezamiento la frase "actos y contratos" por "actos o contratos".





	Resultó aprobada, por la unanimidad de los HH. Senadores señores Díez, Fernández, Silva y Viera-Gallo.





	Las indicaciones números 24 y 25, del H. Senador señor Viera-Gallo, reemplazan en la letra a) la palabra “solemnidad” por “formalidad”, y en la letra b) la frase “concurrencia personal” por “actuación personal”.





	Fueron retiradas por su autor.





Inciso tercero





	Manifiesta que la firma electrónica, cualquiera sea su naturaleza, se mirará como firma manuscrita para todos los efectos legales, sin perjuicio de lo establecido en el artículo siguiente.





Inciso cuarto





	Dispone que el reglamento determinará las normas técnicas para la generación, archivo, comunicación y conservación de la integridad del documento electrónico.





	La indicación número 26, de S.E. el Vicepresidente de la República, lo suprime.





	La Comisión estuvo de acuerdo con la supresión, por ser innecesario el precepto, tanto en virtud de la potestad reglamentaria de ejecución de ley que tiene el Presidente de la República, como por la referencia expresa al reglamento que contempla este mismo proyecto.





	Se aprobó la indicación por la unanimidad de los integrantes, HH. Senadores señores Aburto, Chadwick, Díez, Silva y Viera-Gallo. 








ARTICULOS 4º Y 5º





	El artículo 4º establece que los documentos electrónicos podrán presentarse en juicio y da las reglas que se aplicarán en caso que dichos documentos se presenten como medios de prueba.





	Fue objeto de las indicaciones números 27 y 30, del H. Senador señor Viera-Gallo; número 28, del H. Senador señor Vega; números 29 y 33, del H. Senador señor Stange; números 31, 32 y 36, de S.E. el Vicepresidente de la República, número 34, del H. Senador señor Fernández, y número 35, del H. Senador señor Novoa.





	Por su parte, el artículo 5º faculta a las partes para pactar libremente los procedimientos y métodos de autenticación que emplearán. Añade que los documentos generados a partir de dichos procedimientos tendrán en juicio el valor que corresponda según las reglas generales del Código de Procedimiento Civil. Señala que las cláusulas en que se pacten dichos procedimientos y métodos de autenticación se tendrán por no escritas cuando éstos no cumplan las condiciones de seguridad señaladas en la definición de firma electrónica avanzada. Termina expresando que corresponderá a quien alegue los procedimientos y métodos de autenticación comprobar dichas condiciones.





	Recibió las indicaciones número 37, del H. Senador señor Viera-Gallo; número 38, de S.E. el Vicepresidente de la República; número 39, del H. Senador señor Fernández; número 40, del H. Senador señor Novoa y número 41, del H. Senador señor Vega.





	En el curso del análisis de las diversas indicaciones, la Comisión tomó nota de que, en las que formuló el Ejecutivo, se propone suprimir la primera de las reglas del artículo 4º, que dispone que el juez aceptará la presentación como prueba de los documentos electrónicos, considerando los antecedentes de fiabilidad de la forma en que se generó, archivó o comunicó el respectivo documento y de la conservación de su integridad.





	También se sugiere suprimir la segunda oración de la segunda regla, en virtud de la cual, tratándose de instrumentos privados cuya firma electrónica avanzada esté debidamente certificada por prestadores acreditados, se tendrán por reconocidas su autoría e integridad.





	Los señores representantes del Ejecutivo explicaron que la primera regla es discriminatoria y rompe el principio de la equivalencia entre el soporte papel y el electrónico, que se establece como uno de los principios base de este proyecto de ley. La eliminación de la segunda parte de la segunda regla se justifica por la misma razón, ya que supone afectar la señalada equivalencia, ahora en beneficio del documento electrónico.





	Por otra parte, el Ejecutivo plantea sustituir el artículo 5º por otro, que mantiene la libertad contractual de las partes, pero agrega que los documentos electrónicos generados a partir de dichos procedimientos y métodos podrán tener el efecto probatorio señalado en la primera regla del artículo 4º sólo en el caso que éstos protejan la integridad del mismo y verifiquen la identidad de las partes de manera que no puedan desconocer la autoría del documento.  De lo contrario, se les aplicará la segunda regla del mismo artículo.





	La Comisión, luego de evaluar las diferentes alternativas que se presentaban y su coherencia con la legislación común, resolvió solicitar a los señores representantes del Ejecutivo que se analizara el valor probatorio de los documentos electrónicos con especialistas en derecho procesal, con el objeto de establecer normas más simples y precisas, que permitan determinar con claridad el valor probatorio de los documentos suscritos mediante firma electrónica.





	Fruto de lo anterior, el Ejecutivo planteó una proposición conforme a la cual se establece, en el artículo 4º, el principio de que los documentos electrónicos que tengan la calidad de instrumentos públicos deberán ser suscritos, en todo caso, mediante firma electrónica avanzada. En esa medida, añade el artículo 5º, harán plena prueba de acuerdo a las reglas generales contempladas en nuestra legislación procesal.





	Por otro lado, se otorga el valor probatorio de instrumento público a los documentos electrónicos que posean la calidad de instrumentos privados, en cuanto hayan sido suscritos mediante firma electrónica avanzada. En caso contrario, tendrán el valor probatorio que corresponda, de acuerdo a las reglas generales.





	La Comisión se manifestó de acuerdo con esta propuesta, que incentiva el uso de la firma electrónica avanzada y satisface las inquietudes que la preocupaban.





	Los nuevos artículos 4º y 5º fueron aprobados por la unanimidad de los HH. Senadores señores Aburto, Chadwick, Díez y Silva.





	Las indicaciones números 27, 30 y 37 fueron retiradas por el H. Senador señor Viera-Gallo.





	Las indicaciones números 28, 29 y 33 se rechazaron por la unanimidad de los HH. Senadores señores Díez, Fernández, Silva y Viera- Gallo. Las indicaciones números 31, 32, 39, 40 y 41 quedaron aprobadas y las indicaciones números 34, 35, 36 y 38 rechazadas, todas en forma unánime, por los HH. Senadores señores Aburto, Chadwick, Díez y Silva. 





- - -





	Las indicaciones números 42 y 44, del H. Senador señor Fernández, y 43 y 45, del H. Senador señor Novoa, respectivamente, consultan, a continuación del artículo 5º, dos nuevos artículos, 5º bis y 5º ter.





	El primero de esos artículos establece que, en las obligaciones de dar, la firma electrónica avanzada, debidamente certificada por un prestador de servicios de certificación acreditado, tendrá mérito ejecutivo.





	La Comisión coincidió en que esta disposición no resulta pertinente de acuerdo a lo resuelto al tratar los artículos 4º y 5º, toda vez que el mérito ejecutivo del documento dependerá de su característica de instrumento público, tal como ocurre en la actualidad con los documentos contenidos en soporte de papel.





	El segundo artículo dispone que, tratándose de sistemas electrónicos regulados por leyes especiales y sus respectivas disposiciones reglamentarias a la fecha de publicación de la presente ley, se estará a los requisitos, obligaciones y prohibiciones que en ellas se establezcan para la intermediación de documentos, para la generación y certificación de firmas digitales y para la acreditación y licenciamiento de las personas jurídicas que actúen como proveedores de servicios de certificación. Respecto de aquellas materias no reguladas, se aplicarán las disposiciones de la presente ley que sean compatibles con la naturaleza del servicio prestado, de los documentos transmitidos y de las firmas digitales utilizadas.





	La Comisión reparó en que el efecto de la proposición es que se permitiría la existencia de sistemas paralelos de acreditación, lo que no resulta adecuado, toda vez que la acreditación debe ser una sola, como prevé el proyecto al encomendarla a la Subsecretaría de Economía, Fomento y Reconstrucción.





	La unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Aburto, Chadwick, Díez y Silva, rechazó las cuatro indicaciones.





- - -





ARTICULOS 6º A 10





	Estas disposiciones, que integran el Título II de la ley, regulan el uso de firmas electrónicas por parte de la Administración del Estado.





	El Título, en su integridad, recibió la indicación número 46, de S.E. el Presidente de la República, formulada a sugerencia de la Comisión, que extiende el campo de aplicación de esta normativa a todos los órganos del Estado, sin distinción, a fin de incluir, por ejemplo, a ambas ramas del Congreso Nacional, el Poder Judicial, el Tribunal Constitucional o el Ministerio Público. �





	El artículo 6º que contempla esta indicación, en su inciso primero, faculta a los órganos del Estado para ejecutar o realizar actos, celebrar contratos y expedir cualquier documento, dentro de su ámbito de competencia, suscribiéndolos por medio de firma electrónica.





	El inciso segundo, recogiendo las excepciones previstas para los particulares en el inciso segundo del artículo 3º, excluye de la regla general aquellas actuaciones para las cuales la Constitución o la ley exija una solemnidad que no pueda cumplirse mediante documento electrónico, o requiera de la concurrencia personal de la autoridad o funcionario que deba intervenir en ellas.





	El inciso tercero declara que las disposiciones de este Título no se aplicarán a las empresas públicas creadas por ley, las que se regirán por las normas previstas para la emisión de documentos y firmas electrónicas por particulares. Se tuvo presente para ello que, en la medida que tales empresas están incluidas en el concepto de "Administración del Estado" que consagra el artículo 1º de la ley Nº 18.575, de no mediar tal exclusión expresa se les aplicarían las normas sobre certificación especiales para el sector público que contiene este Título, lo que no se ajusta al criterio general aplicable a las actividades empresariales realizadas por el Estado, de conformidad a lo dispuesto en el número 21, del artículo 19 de la Constitución Política de la República, en orden a que se sometan a la legislación común aplicable a los particulares.





	En relación con este aspecto, el H. Senador señor Silva hizo presente su opinión discrepante, por estimar que las empresas públicas creadas por ley deberían someterse al sistema general previsto para los organismos públicos, puesto que de otra forma se modifican las reglas aplicables al sector público mediante la vía incidental.





	El artículo 7º regula los efectos de los actos, contratos y documentos de los órganos del Estado que sean suscritos mediante firma electrónica. Al efecto, dispone que ellos serán válidos de la misma manera y producirán los mismos efectos que los expedidos por escrito y en soporte de papel, dando aplicación así al principio de la equivalencia entre el soporte de papel y el electrónico que desarrolla el artículo 3º.





	Precisa que, con todo, para que ellos tengan la calidad de instrumento público o produzcan sus efectos, deberán suscribirse mediante firma electrónica avanzada. Se hace, con ello, el paralelo con el artículo 4º, pero diferenciando entre tener la calidad de instrumento público y producir los efectos de tal, puesto que, en rigor, los documentos oficiales de los órganos del Estado no quedan comprendidos dentro de la definición legal de instrumentos públicos, aunque hayan sido asimilados a éstos por la jurisprudencia.





	El artículo 8º habilita a las personas para relacionarse con los órganos del Estado, a través de técnicas y medios electrónicos con firma electrónica, siempre que se ajusten al procedimiento descrito por la ley y que tales técnicas y medios sean compatibles con los que utilicen dichos órganos.





	Añade que los órganos del Estado deberán evitar, al hacer uso de firmas electrónicas, que se restrinja injustificadamente el acceso a las prestaciones que brinden y a la publicidad y transparencia que rijan sus actuaciones y, en general, que se cause discriminaciones arbitrarias.





	Esta última norma tiene por finalidad evitar que se produzca lo que se denomina “brecha tecnológica” entre los ciudadanos que tienen acceso a los medios tecnológicos y aquellos que carecen de tal posibilidad. En ese sentido, reafirma la idea de que el uso de la tecnología no puede significar discriminar a aquellas personas que no tienen acceso a ella.





	El artículo 9º considera dos posibilidades: una, en que la firma electrónica avanzada de las autoridades o funcionarios respectivos sea certificada por el ministro de fe del órgano de que se trata, o bien, que se contrate alguno de los servicios de certificación de firmas electrónicas que existirán en el mercado, según fuere más conveniente, técnica y económicamente.





	La Comisión, al despachar este artículo, dejó constancia que, en el ámbito público, existirán los dos tipos de firma electrónica, la simple y avanzada, pero que, conforme al artículo 7º, inciso segundo, para que el documento sea instrumento público o produzca los efectos de tal, se requerirá siempre la firma electrónica avanzada.





	Por último, el artículo 10 entrega a los reglamentos respectivos la regulación de la forma en que se garantizará la publicidad, seguridad, integridad y eficacia en el uso de las firmas electrónicas, y las demás necesarias para la aplicación de las normas de este título.





	Dejó anotado la Comisión que tales reglamentos, a los que se vuelve a aludir en el artículo 25 que proponemos, serán los que dicte el Presidente de la República para la Administración del Estado, el Senado y la Cámara de Diputados en lo que les atañe, la Corte Suprema para el Poder Judicial y, en general, la respectiva autoridad, colegiada o unipersonal, con potestad reglamentaria, en el caso de los otros órganos autónomos.





	La indicación número 46 se aprobó, en forma unánime, por los HH. Senadores señores Díez, Fernández, Silva y Viera-Gallo.





	Consiguientemente, quedaron desechadas las demás indicaciones presentadas respecto de estos artículos, correspondientes a las números 47, 49, 50, 51, 52 y 55, del H. Senador señor Viera-Gallo; números 48 y 54, de S.E. el Vicepresidente de la República, y número 56, del H. Senador señor Stange.





	 Así lo resolvió la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, HH. Senadores señores  Aburto, Chadwick, Díez y Silva.





	La indicación número 53, del H. Senador señor Viera-Gallo, fue declarada inadmisible por el Presidente de la Comisión.





	Dicha propuesta facultaba al Servicio de Registro Civil e Identificación para actuar como certificador en el caso de los funcionarios pertenecientes a los órganos de la administración del Estado, y para efectuar funciones de prestador de servicios de registro en coordinación con los certificadores acreditados. En la medida que otorga una nueva atribución a un servicio público, aborda una materia que, conforme al artículo 62, inciso cuarto, número 2º de la Constitución Política de la República, corresponde a la iniciativa exclusiva del Presidente de la República.








TITULO III





	El título se denomina "De los prestadores de servicios de certificación".





	La indicación número 57, del H. Senador señor Viera-Gallo, agrega al final del epígrafe “y de registro”.





	Los señores representantes del Ejecutivo sostuvieron que la denominación de este título resulta coincidente con las normas internacionales sobre el particular, que utilizan la expresión autoridad, desde el punto de vista técnico, y se refiere al certificador como la “autoridad certificante”. 





	En el sistema que contempla el proyecto de ley, continuaron, se exige que, previamente al otorgamiento del certificado de firma electrónica avanzada, el solicitante comparezca personalmente, con el objeto de que el certificador tenga constancia plena de su identidad. Dicha actividad recibe la denominación de “registral”, ya que queda registrado el usuario, y queda radicada supletoriamente en los notarios y en los oficiales del Registro Civil, de acuerdo a la indicación número 71, de S.E. el Vicepresidente de la República.





	Por ser una actividad subordinada o funcional, concluyeron, no se ha querido otorgarle un tratamiento especial, como el que se considera para la prestación de los servicios de certificación, que es el objeto principal de la regulación.





	La Comisión, con los votos de los HH. Senadores señores Aburto, Hamilton, Díez y Silva, se manifestó partidaria de mantener la denominación de este título sin enmiendas. 





	Por consiguiente, rechazó la indicación por unanimidad.





- - -





	La indicación número 58, del H. Senador señor Viera-Gallo, agrega un párrafo nuevo, relativo a los requisitos, acreditación e inscripción de los prestadores de servicios de certificación.





	Fue rechazada, por la misma unanimidad que se acaba de consignar.





- - -





ARTICULO 11





	Dispone que la prestación de servicios de certificación de firma electrónica no estará sujeta a permiso o autorización alguna.





	La indicación número 59, del H. Senador señor Viera-Gallo, reemplaza el artículo por otro, que señala que la prestación de servicios de certificación y de registro estará sujeta a las normas sobre acreditación señaladas en esta ley y su reglamento, como asimismo, en lo que le sean aplicables, a las disposiciones de las leyes Nº 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores y Nº 19.628, sobre Protección de la Vida Privada. Agrega que el reglamento establecerá, asimismo, los requisitos, normas de funcionamiento de los prestadores de servicios de registro y su relación con los certificadores.





	La indicación número 60, del H. Senador señor Vega, también sustitutiva, manifiesta que la prestación de servicios de certificación de firma electrónica, es una actividad exclusivamente reservada a organizaciones y empresas debidamente acreditadas, las cuales se regularán por las disposiciones de la presente ley y reglamento.





	La Comisión estuvo de acuerdo con el principio que establece este artículo, pero prefirió suprimirlo toda vez que resulta reiterativo del inciso segundo del artículo 1º, que dispone que las actividades reguladas en la ley se someterán entre otros, al principio de la libertad de prestación de servicios, lo cual además resulta coincidente con el principio constitucional de la libertad económica, consagrado en el artículo 19, Nº 21, de la Constitución Política de la República. Tuvo en cuenta, además, que esta disposición reconoce su antecedente en el modelo español, que exige de manera general la autorización para el desarrollo de las actividades económicas, lo cual no es aplicable en nuestro país.





	La unanimidad de los HH. Senadores señores  Aburto, Díez, Hamilton y Silva eliminó el artículo, quedando desechadas ambas indicaciones.








ARTICULO 12








	En el inciso primero, otorga la calidad de prestadores de servicios de certificación a las personas jurídicas nacionales o extranjeras, públicas o privadas, con domicilio en Chile que, entre otros servicios, otorguen certificados de firma  electrónica.





	Agrega, en el inciso segundo, que son prestadores acreditados las  personas jurídicas nacionales o extranjeras, públicas  o privadas, domiciliadas en Chile y, acreditadas en conformidad al Título V de esta ley que, entre otros servicios, otorguen certificados de firma electrónica.





	En el inciso tercero, impide que los certificados de firma electrónica se utilicen en actos en que los prestadores de servicios de certificación que los hayan otorgado sean parte, o en que tengan cualquier tipo de interés económico directo y, cuando los hayan otorgado prestadores no acreditados en conformidad con el título V de esta ley tampoco podrán usarse en actos en que éstos tengan cualquier tipo de interés económico indirecto.   Los certificados quedarán sin efecto desde el momento en que se empleen en contravención a este inciso. 





	Por último, exceptúa del requisito de establecerse en el país a los prestadores de servicios de certificación que estén establecidos en países con los cuales Chile se haya comprometido mediante tratados internacionales a no requerir la presencia local para la prestación de servicios transfronterizos.





	La indicación número 61, del H. Senador señor Viera-Gallo, sustituye el artículo, para exigir a los prestadores de servicios de certificación la acreditación en cualquier caso, manteniendo la excepción de domicilio en el país prevista en el inciso final, sin perjuicio de exigir, para que tales prestadores realicen actividades en el país, que se acrediten conforme a esta ley, cumpliendo los restantes requisitos previstos en ella.





	Las indicaciones números 62 y 63, del H. Senador señor Vega, proponen suprimir el inciso primero y eliminar, en el inciso segundo, la palabra "Asimismo", con que se inicia.





	Los señores representantes del Ejecutivo explicaron que la lógica del proyecto de ley en esta materia consiste en permitir el funcionamiento de servicios de certificación de firma electrónica extranjeros, sin mayores exigencias, toda vez que se debe entender que dichas entidades han debido cumplir en sus respectivos países con los requisitos necesarios para su funcionamiento.





	En ese sentido, agregaron, la exigencia de constituir domicilio en el país sólo tiene justificación respecto de aquellas entidades que quieran acreditarse ante la autoridad respectiva de nuestro país -la Subsecretaría de Economía, Fomento y Reconstrucción-, ya que en ese caso la autoridad deberá efectuar las inspecciones pertinentes y supervigilar si cuenta con los medios adecuados para realizar la función de certificación. Este principio se sustenta en el hecho que se está ante un servicio y, de acuerdo a los tratados internacionales suscritos por el país, la prestación de servicios transfronterizos no requieren de autorización, salvo causa justificada.





	Sugirieron, al efecto, eliminar el requisito de domicilio en el país que contempla el inciso primero para los certificadores en general, dejando tal exigencia limitada al caso del inciso segundo, donde se trata de los certificadores acreditados.





	La Comisión aceptó esa idea, por estimarla apropiada, rechazando las indicaciones números 61, 62 y 63 por unanimidad. La decisión, respecto de la indicación número 61, fue adoptada por los HH. Senadores señores  Aburto, Díez, Hamilton y Silva, y, en lo que atañe a las indicaciones números 62 y 63, por los HH. Senadores señores Díez, Fernández, Silva y Viera-Gallo.





	Ante una consulta planteada en el seno de la Comisión respecto del uso de la frase “entre otros servicios”, en ambos casos, señalaron que tiene por objeto precisar que no es necesaria la exclusividad en la actividad para los certificadores. Por ejemplo un banco, cuyo giro principal no es la certificación, igualmente puede realizar esta actividad respecto de sus clientes. Afirmaron que es imposible establecer la exigencia de que la certificación sea el único giro social, ya que es una actividad de escasa rentabilidad. De tal suerte, la idea es que diversas instituciones, como las universidades, asociaciones gremiales, clubes deportivos y otros, puedan certificar la firmas electrónicas de sus clientes, estudiantes y asociados. 





	La Comisión estuvo de acuerdo con este criterio y, con el objeto de precisar el sentido de la norma, prefirió acordó sustituir la frase “entre otros servicios” por la de “sin perjuicio de los demás servicios que puedan realizar".





	Así lo resolvió la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señores Aburto, Díez, Hamilton y Silva.





	La indicación número 64, del H. Senador señor Stange, recomienda suprimir el inciso tercero.





	Los señores representantes del Ejecutivo coincidieron con ese punto de vista, por estimar que la idea general, recién anotada, de que puedan certificar diversas instituciones la firma electrónica de sus asociados, clientes o estudiantes, resultaría en la práctica inutilizada con esta norma, que exige que los prestadores de certificación no sean parte ni tengan ninguna clase de interés económico en el acto de que se trate, ya que, precisamente, estas serían las motivaciones para que las instituciones aludidas desearan realizar la certificación.





	Fue acogida por los HH. Senadores señores Díez, Fernández, Silva y Viera-Gallo, en forma unánime.





	Las indicaciones número 65, de S.E. el Vicepresidente de la República; número 66, del H. Senador señor Fernández, y número 67, del H. Senador señor Novoa, proponen suprimir la excepción de establecimiento en el país para los prestadores de servicios de certificación, que derive de tratados internacionales.





	Se aceptaron por unanimidad, con los votos de los HH. Senadores señores  Aburto, Díez, Hamilton y Silva.











ARTICULOS 13 y 14





	Enumeran las obligaciones del prestador de servicios de certificación de firma electrónica, y del prestador acreditado, respectivamente.





	Los señores representantes del Ejecutivo hicieron presente que el proyecto contemplaba un sistema de acreditación de firmas electrónicas, en el que el prestador no acreditado podía otorgar firmas electrónicas avanzadas. Sin embargo, en virtud de los acuerdos tomados por la Comisión, sólo los prestadores acreditados podrán otorgar firmas electrónicas avanzadas.





	Por tal motivo, propusieron refundir en una sola disposición las obligaciones que se contienen en los artículos 13 y 14, abandonando de esta forma la distinción que se hacía en esta materia entre el prestador acreditado y aquel que no lo está.





	Las obligaciones que se contemplan en el nuevo artículo 13 para el prestador de servicios de certificación de firma electrónica, son las siguientes: 





	a) Contar con reglas sobre prácticas de certificación que sean objetivas y no discriminatorias y comunicarlas a los usuarios de manera sencilla y en idioma castellano.





	Se tuvo presente que esta última exigencia responde al hecho de que, en la actualidad, es de uso común la utilización del idioma inglés para este tipo de materias, y no existe en nuestra legislación una norma de orden general que contemple tal requisito.





	b) Mantener un registro de acceso público de certificados. 





	La Comisión, por unanimidad, acogió en este punto la indicación número 69, de S.E. el Vicepresidente de la República, que intercala la frase “de acceso”, y rechazó la indicación número 70, del H. Senador señor Stange, que reduce de seis años a cinco años el plazo durante el cual el certificador deberá conservar los datos del titular del certificado. Votaron, respecto de la primera de dichas indicaciones, los HH. Senadores señores  Aburto, Díez y Silva, y respecto de la segunda los HH. Senadores señores Díez, Fernández, Silva y Viera-Gallo.





	c) En el caso de cesar voluntariamente en su actividad, comunicarlo previamente a cada uno de los titulares de firmas electrónicas certificadas por ellos y, de no existir oposición de estos últimos, transferir los datos de sus certificados a otro prestador de servicios.





	Con el objeto de no dejar a los titulares en una situación incierta, hubo consenso en la Comisión en establecer de manera obligatoria, y no facultativa, la transferencia de los datos de los certificados de un prestador a otro, siempre que no exista oposición de los respectivos titulares.





	d) Publicar en sus sitios de dominio electrónico las resoluciones de la Entidad Acreditadora que los afecten. 





	e) En el otorgamiento de certificados de firma electrónica avanzada, comprobar fehacientemente la identidad del solicitante, para lo cual el prestador requerirá previamente, ante sí o ante notario público u oficial del registro civil, la comparecencia personal y directa del solicitante o de su representante legal si se tratare de persona jurídica.





	Este aspecto fue planteado en la indicación número 71, de S.E. el Vicepresidente de la República, en armonía con la cual la indicación número 76, del mismo autor, propone suprimir la letra a) del artículo 14.





	Los señores representantes del Ejecutivo expusieron que es posible que muchos certificadores no tengan la capacidad técnica para instalarse en todo el país, y, por lo tanto, se hace necesario establecer un sistema que permita igualmente acreditar que quien solicita el certificado sea efectivamente la persona que dice serlo. Para tal propósito, es decir, para el caso de que el certificador no se encuentre físicamente en el lugar donde está la persona que requiere de la certificación de su firma, se contempla la posibilidad de que dicha comprobación de identidad se realice ante un notario o un oficial del Registro Civil.





	Se aprobaron ambas indicaciones por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, HH. Senadores señores  Aburto, Díez y Silva.





	f) Pagar el arancel de la supervisión, el que será fijado anualmente por la Entidad Acreditadora y comprenderá el costo del peritaje y del sistema de acreditación e inspección de los prestadores.





	La Comisión estimó que no correspondía asociar este pago al financiamiento del sistema, como se consultaba en el proyecto, y que era preferible expresar simplemente que el arancel incluiría el costo del peritaje y el sistema de acreditación e inspección de los prestadores.





	g) Solicitar la cancelación de su inscripción en el registro de prestadores acreditados llevado por la Entidad Acreditadora, con una antelación no inferior a un mes cuando vayan a cesar su actividad, y comunicarle el destino que dará a los datos de los certificados especificando, en su caso, si los va a transferir y a quién, o si los certificados quedarán sin efecto.





	La Comisión estuvo de acuerdo con el propósito de esta regla, en orden a informar anticipadamente de la cancelación de la inscripción, con el objeto de evitar que se produzca una interrupción imprevista y no anunciada del servicio. Redujo el lapso de dos meses a un mes, para armonizarlo con el período de dos meses que contempla la letra c) para comunicar a los titulares el cese efectivo de la actividad.





	h) En caso de cancelación de la inscripción en el registro de prestadores acreditados, los certificadores comunicarán inmediatamente esta circunstancia a cada uno de los usuarios y deberán, de la misma manera que respecto al cese voluntario de actividad, traspasar los datos de sus certificados a otro prestador, si el usuario no se opusiere. 





	Al igual que en el caso de la letra c), la Comisión consideró como obligación el traspaso de los datos en este otro evento.





	i) Indicar a la Entidad Acreditadora cualquier otra circunstancia relevante que pueda impedir la continuación de su actividad. 





	j) Cumplir con las demás obligaciones legales, especialmente las establecidas en esta ley, su reglamento, y las leyes Nº 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores y Nº 19.628, sobre Protección de la Vida Privada.





	Se aprobó el nuevo artículo 13, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Aburto, Díez y Silva, con la salvedad consignada respecto de la letra b).





	En esa virtud, por la misma votación quedaron desechadas las indicaciones números 68, 72, 73, 74 y 75, del H. Senador señor Viera-Gallo.





	La indicación número 77, del H. Senador señor Stange, quedó aprobada con modificaciones, y la número 78, del H. Senador señor Vega, resultó desechada. Votaron los HH. Senadores señores Díez, Fernández, Silva y Viera-Gallo.





- - -





	Como consecuencia de los acuerdos tomados anteriormente por la Comisión, se desecharon las indicaciones número 79, 80, 81 y 82, del H. Senador señor Viera-Gallo, que intercalaban, a continuación, nuevos artículos referidos al cese de actividades y la cancelación de la inscripción, y un nuevo párrafo relativo a la responsabilidad.





	Adoptó esos acuerdos la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Aburto, Díez y Silva.





	A continuación, la Comisión analizó la proposición de los señores representantes del Ejecutivo de incorporar un nuevo artículo, que tiene por finalidad establecer que el cumplimiento de ciertas obligaciones por parte de los prestadores no acreditados será considerado como una buena práctica para los efectos de determinar la responsabilidad que les corresponda por los daños y perjuicios que ocasionen por la certificación u homologación de certificados de firmas electrónicas.





	Existió consenso en su seno en aprobar esta idea, precisando que será el juez el que deberá evaluar los efectos que producirá dicho cumplimiento, en el sentido de que será considerado por aquél como un antecedente para determinar si existió la debida diligencia en el ejercicio de sus funciones. 





	En la forma que se ha señalado, se aprobó el artículo -que pasa a ser 13 en el texto que proponemos-, por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Aburto, Díez y Silva.





- - -








ARTICULO 15





	Regula la responsabilidad de los prestadores de servicios de certificación.





	La Comisión, por la unanimidad de los integrantes presentes, HH. Senadores señores Aburto, Díez y Silva, rechazó las indicaciones números 83, 84, 85, 92 y 94, del H. Senador señor Viera-Gallo; 86, 91 y 93, del H. Senador señor Stange; 87, del H. Senador señor Fernández; 88, del H. Senador señor Novoa; 95, del H. Senador señor Vega, 96, del H. Senador señor Fernández y 97, del H. Senador señor Novoa.





	En relación con la aludida indicación Nº 95, que propone sancionar con las penas de los artículos 193 y 197 del Código Penal a las personas o prestadores de servicios que incurran en falsedad en el otorgamiento de certificado de firma electrónica o hagan uso malicioso de ellos, la Comisión conoció los argumentos discrepantes de los señores representantes del Ejecutivo.





	Recordaron que el Ejecutivo optó por un enfoque minimalista, en el que el primer foco de atención sería regular la firma electrónica para su uso en documentos electrónicos, asignándole valor a los actos y contratos que se ejecutan por medios telemáticos, así como valor probatorio. Dicha opción se debió a la necesidad de contar con un proyecto acotado que tuviera por objeto fomentar la confianza y seguridad, condiciones indispensables para el desarrollo del comercio electrónico, como lo han hecho la mayoría de los países en el mundo.





	Admitieron que, en el ámbito penal, la introducción de las nuevas tecnologías hace necesario revisar una serie de problemas a fin de determinar si nuestra legislación en este campo satisface estos requerimientos. Pero, sostuvieron, temas como la utilización de mecanismos informáticos como medios de perpetración del delito, el sujeto pasivo de la acción penal cuando no es una persona, el objeto material del delito cuando este es incorporal, la competencia territorial, etc., sobrepasan el ámbito de aplicación del proyecto de ley de firma electrónica y, por lo tanto, requieren de un análisis particular que debe ser tratado en otro proyecto. 





	Estimaron que, atendida la naturaleza del proyecto de ley de firma electrónica, no es la instancia adecuada para la introducción de modificaciones al Código Penal, toda vez que lo que realmente hace el proyecto de ley es crear y validar un nuevo mecanismo para expresar la voluntad en forma telemática, reconociéndole un valor jurídico y homologando los efectos que produce al estar contenida en un documento electrónico tal como si lo estuviera en uno de soporte de papel. Consecuentemente, la introducción de la firma electrónica no es por sí misma capaz de originar nuevas conductas delictuales, toda vez que los bienes jurídicos que se podrían ver afectados ya se encuentran tutelados por la legislación penal vigente.





	Específicamente, en relación con los delitos de falsificación, cuando la falsificación es ejecutada por un tercero, dicha conducta estaría penada de acuerdo con las leyes 19.223 y 17.336 como una adulteración o destrucción de datos, en el caso de la primera, y sistemas computacionales, en el caso de la segunda. 





	La Comisión, compartiendo esos razonamientos, estimó suficiente la aplicación de las reglas penales existentes, sin perjuicio de la revisión sistemática de esta materia en que se encuentra empeñado el Ministerio de Justicia, con vistas a un eventual complemento.





	Fue aprobada con enmiendas, por la misma unanimidad señalada, la indicación número 89, de S.E. el Vicepresidente de la República, que sustituye el inciso tercero, estableciendo que, para los efectos de este artículo, los prestadores acreditados de servicios de certificación de firma electrónica deberán contratar y mantener un seguro, que cubra su eventual responsabilidad civil, por un monto de 5.000 unidades de fomento, como mínimo, tanto por los certificados propios como aquéllos homologados en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 15.





	Por otra parte, y con igual unanimidad, la Comisión amplió el alcance del inciso segundo, que libera de responsabilidad a las prestadores por los daños originados en el uso indebido o fraudulento de un certificado de firma electrónica avanzada, también a los certificados de firma electrónica simple. 





TITULO IV





	Se denomina "De los certificados de firma electrónica".





	La indicación número 98, del H. Senador señor Viera-Gallo, reemplaza esta denominación por otra referida a los certificados electrónicos de identidad.





	Fue rechazada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, HH. Senadores señores  Aburto, Díez y Silva.








ARTICULO 16





	Enumera las menciones que deberán contener los certificados de firma electrónica, y hace equivalentes los emitidos por entidades no establecidas en Chile con los otorgados por prestadores establecidos en el país, cuando fueren homologados por estos últimos.





	La Comisión, con la misma integración y también en forma unánime, aprobó con modificaciones la indicación número 100, del H. Senador señor Viera- Gallo, que proponía suprimir la palabra “avanzada”. De la letra b), que exige la identificación del prestador de servicio de certificación, con indicación de su nombre o razón social, rol único tributario, dirección de correo electrónico, los antecedentes de su acreditación en su caso, y su propia firma electrónica avanzada.





	Además, en las mismas condiciones, agregó la precisión en el inciso final, relativo a la homologación, que sólo procederá respecto de los certificados de firma electrónica avanzada, ya que son los únicos que requieren ser homologados cuando no sean emitidos por entidades establecidas en el país.





	Rechazó, también en forma unánime, las indicaciones números 99, 101 y 102, todas del H. Senador señor Viera-Gallo.





	Dejó constancia la Comisión que las condiciones que se han enumeran en esta disposición sean aplicadas a cualquier clase de certificado de firma electrónica. 





ARTICULO 17





	Enumera los casos en que los certificados de firma electrónica quedarán sin efecto. 





	La unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, HH. Senadores señores  Aburto, Díez y Silva, rechazó las indicaciones números 103, 104, 105, 106, 107 y 109, del H. Senador señor Viera-Gallo, y número 108, de S.E. el Vicepresidente de la República.





	Con ocasión de la discusión de esta disposición y de las indicaciones formuladas, el H. Senador señor Díez hizo ver la necesidad de contemplar una norma que precise que, no obstante la ocurrencia de alguna de las circunstancias que allí se señalan, todos los certificados emitidos con anterioridad a que se difunda a terceros la extinción de los mismos no pierden su valor. Es decir, que los actos y contratos otorgados o celebrados al amparo de los certificados respectivos serán válidos, aun cuando el certificado quede sin efecto con posterioridad. 





	La Comisión coincidió en que las causales en virtud de las cuales quedan sin efecto los certificados rigen las relaciones entre el prestador de los servicios de certificación y el usuario, pero que no resultan aplicables respecto de terceros, a quien no se le puede exigir que verifique permanentemente si los respectivos certificados se encuentran vigentes o no. Lo anterior implicará que cuando el certificado deje de tener valor deberá salir del sistema. De esta forma, para el tercero la plena garantía estará constituida por el registro.





	Conforme a lo anterior, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Aburto, Díez y Silva aprobó la incorporación de un nuevo inciso final, que recoge tal idea.








TITULO V





	Se denomina "De la acreditación e inspección de los prestadores de servicios de certificación".





	La indicación número 110, del H. Senador señor Viera-Gallo, refiere el título a la entidad acreditadora.





	Fue rechazada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, HH. Senadores señores  Aburto, Díez y Silva.





ARTICULO 18





	Define la acreditación y establece las condiciones que deberá cumplir el prestador de servicios para ser acreditado.





	La indicación número 111, del H. Senador señor Viera-Gallo, suprime el artículo.





	Las indicaciones número 112, de los HH. Senadores señor Fernández, y 113, del señor Novoa, suprimen la letra e), relativa al deber de contratar un seguro.





	Se rechazaron por unanimidad, en concordancia con anteriores acuerdos de la Comisión, por la unanimidad de los integrantes presentes, HH. Senadores señores  Aburto, Díez y Silva.





	Por la misma unanimidad, la Comisión efectuó un cambio formal en el inciso primero.








ARTICULO 19





	Regula la forma de realizar el procedimiento de acreditación. 





	La indicación número 114, del H. Senador señor Viera-Gallo, elimina la disposición.





	La Comisión, integrada por los HH. Senadores señores Aburto, Chadwick, Silva y Viera-Gallo, la acogió con modificaciones, sólo en cuanto a adecuar, en el inciso primero, el plazo de la Entidad Acreditadora para resolver la solicitud de acreditación y el procedimiento aplicable, de forma que resulte coincidente con el que se establece en el proyecto de ley sobre bases de los procedimientos administrativos, que está cumpliendo su primer trámite constitucional en el Senado.





	Aceptó, también con modificaciones, la indicación número 115, del H. Senador señor Stange, que proponía que se pudiera acceder al registro público que llevará la Entidad Acreditadora también por otros medios distintos de los electrónicos. La Comisión, por razones de simplicidad, prefirió contemplar solamente la existencia de tal registro. Votaron los HH. Senadores señores Díez, Fernández, Silva y Viera-Gallo.








ARTICULO 20





	Enumera las causales en virtud de las cuales la Entidad Acreditadora podrá dejar sin efecto la acreditación y cancelar la inscripción en el registro, y el procedimiento que deberá seguirse en caso que la resolución se fundamente en las causales consistente en la pérdida de las condiciones que sirvieron de fundamento a su acreditación, o en el incumplimiento grave o reiterado de las obligaciones que establece esta ley y su reglamento.





	La indicación número 116, del H. Senador señor Viera-Gallo, y la indicación número 118, de S.E. el Vicepresidente de la República, fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Aburto, Chadwick, Silva y Viera-Gallo,





	Por la misma unanimidad, se acordó reemplazar el inciso segundo, para ajustar el procedimiento de reclamación administrativa, primero, y jurisprudencial, a continuación, a las reglas previstas en el proyecto de ley sobre bases de los procedimientos administrativos. Al mismo tiempo, prefirió enmendar la regla que determina como tribunal competente a la Corte de Apelaciones de Santiago, en donde tiene su asiento la Subsecretaría de Economía, para disponer que lo será la Corte de Apelaciones del domicilio del interesado.





	En otro orden de materias, a la Comisión le preocupó de manera especial incorporar un sistema mediante el cual la Subsecretaría de Economía informe de aquellas acreditaciones que sean canceladas, de manera similar a como ocurre en materia bancaria, sin perjuicio del deber de los propios involucrados de comunicarlo a los titulares de las firmas electrónicas certificadas por ellos.





	Recogiendo esa inquietud, la indicación número 117, de S.E. el Presidente de la República, propuso reemplazar el inciso final. Fue aprobada por unanimidad, con los votos de los HH. Senadores señores Díez, Fernández, Silva y Viera-Gallo.








ARTICULO 21





	Otorga a la Entidad Acreditadora, con el fin de comprobar el cumplimiento de las obligaciones de los prestadores acreditados, el ejercicio de la facultad inspectora sobre los mismos





	Las indicaciones números 119 y 120, del H. Senador señor Viera-Gallo, fueron retiradas por su autor.








ARTICULO 22





	Establece que la Entidad Acreditadora llevará un registro especial donde dejará noticia del inicio y cese de la operación comercial de los prestadores de servicios de certificación no acreditados, así como de los precios que informen para dichos servicios y de todas las resoluciones que afecten a los certificadores, en especial las referidas al incumplimiento de las obligaciones establecidas en esta ley y su reglamento. Este registro será público y se podrá acceder a él por medios electrónicos.





	Agrega que los prestadores que no estén acreditados quedarán sujetos a las facultades inspectivas de la entidad de acreditación, para los efectos de velar por el cumplimiento de las obligaciones correspondientes que establecen esta ley y su reglamento.





	La indicación número 121, del H. Senador señor Viera-Gallo, lo suprime.





	La Comisión la acogió, por la unanimidad de sus integrantes presentes, HH. Senadores señores Aburto, Silva y Viera-Gallo, toda vez que consideró que el contenido de la disposición no requiere incorporarse en esta iniciativa legal.





ARTICULO 23





	Permite que los prestadores de servicios de certificación sean amonestados, por incumplimiento de sus obligaciones, mediante resolución de la Entidad Acreditadora, la que se dictará previa audiencia del afectado y de la cual deberá dejarse constancia en el correspondiente registro.





	La Comisión se manifestó partidaria de eliminar este precepto, toda vez que entendió que, en el caso que se contempla en la norma, correspondería aplicar la medida de cancelación de la acreditación, o bien, simplemente, como lo señalaron los representantes del Ejecutivo, informar de dicha situación a los usuarios, a fin de que ellos determinen si continúan o no como clientes de dichas empresas.





	En razón de lo anterior, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Aburto, Silva y Viera-Gallo, eliminó este artículo y rechazó la indicación número 122, del H. Senador señor Viera-Gallo, que proponía una redacción distinta.





TITULO VI





	Se refiere a los "Derechos de los usuarios de firmas electrónicas".





	La indicación número 123, del H. Senador señor Viera-Gallo, sustituye la denominación por la de "Derechos y deberes de los titulares de certificados electrónicos de identidad".





	La indicación número 124, de S.E. el Vicepresidente de la República, la reemplaza por la de "Derechos y obligaciones de los usuarios de firmas electrónicas".





	La Comisión estuvo de acuerdo en hacer coincidente la denominación de este título de forma con el contenido de las disposiciones que lo integran, que se refieren también a las obligaciones de los usuarios de certificados de firma electrónica.





	La unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Aburto, Silva y Viera-Gallo, aprobó con modificaciones la indicación número 123 y en los mismos términos la indicación número 124.





ARTICULO 26





	Enumera los derechos de los usuarios o titulares de firmas electrónicas.








	La Comisión rechazó por unanimidad, con los votos de los HH. Senadores Aburto, Silva y Viera-Gallo, las indicaciones número 125, 127, 128, 130 y 131, del H. Senador señor Viera-Gallo, y 129, de S.E. el Presidente de la República. Desechó, asimismo en forma unánime, con los votos de los HH. Senadores señores Díez, Fernández, Silva y Viera-Gallo, la indicación número 132, del H. Senador señor Stange.





	Con la primera de las votaciones expresadas, acogió con enmiendas la indicación Nº 126, del H. Senador señor Viera-Gallo, que reemplaza el número 2º del artículo, para poner énfasis en el derecho a la confidencialidad en la información proporcionada  a los prestadores de servicios de certificación.





	Sin perjuicio de lo anterior, por igual unanimidad, la Comisión acordó efectuar algunas modificaciones menores. En el número 3º, eliminó el derecho a ser informado de la acreditación del prestador de servicios, en el número 7º, se limitó a consignar el derecho a traspasar los datos a otro certificador, suprimiendo la mención especial de los casos de cancelación de la inscripción o de cese voluntario en la actividad del certificador, que estimó superfluas, y en el número 9º, suprimió la facultad para acceder al registro especial de prestadores no acreditados, que se elimina.








ARTICULO 27





	La indicación número 133, del H. Senador señor Viera-Gallo, fue retirada por su autor.





	La Comisión consideró innecesario contemplar la obligación del usuario de solicitar oportunamente la revocación del certificado, ya que estimó que dicha exigencia existe igualmente, por lo que decidió eliminarla. Votaron a favor los HH. Senadores señores Aburto, Silva y Viera-Gallo.








ARTICULO 28





	Dispone que los reglamentos a que se refieren las disposiciones de esta ley serán dictados en el plazo de noventa días contados desde su publicación, mediante uno o más decretos supremos del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción suscritos también por los Ministros de Transportes y Telecomunicaciones y Secretario General de la Presidencia.





	La Comisión diferenció el o los reglamentos que dictará el Presidente de la República de aquellos que podrán dictar los distintos órganos constitucionales autónomos de conformidad al artículo 10. Así lo acordó por la unanimidad de sus integrantes presentes, HH. Senadores señores  Aburto, Silva y Viera-Gallo.








Disposiciones transitorias





Disposición primera





	Establece que la ley comenzará a regir seis meses después de la fecha en que se publique en el Diario Oficial. 





	La Comisión prefirió sujetar la entrada en vigencia de la ley  a la regla general, esto es, desde su publicación en el Diario Oficial. Sin perjuicio de ello, sólo podrá entrar a aplicarse efectivamente desde la publicación de los reglamentos a que alude el artículo 28, que pasa a ser 25 en el texto que proponemos.





	Por consiguiente, por el mismo quórum recién señalado suprimió la disposición y rechazó la indicación número 134, del H. Senador señor Stange.





Disposición Segunda





	Establece que los certificadores que hayan iniciado la prestación de sus servicios con anterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley, deberán adecuar su actividad de certificación a ella, dentro del plazo de sesenta días.





	La Comisión estimó inoficiosa esta regla, ya que todas las personas interesadas deberán ajustarse a esta ley una vez que empiece a aplicarse. La unanimidad de los HH. Senadores señores Aburto, Silva y Viera-Gallo, también eliminó esta disposición, desechando la indicación número 135, del H. Senador señor Stange.








Disposición Tercera





	Establece la fuente de financiamiento del proyecto, señalando al efecto que el mayor gasto que irrogue a la Subsecretaría de Economía, Fomento y Reconstrucción las funciones que le asigna esta ley, durante el año 2001, se financiará con los recursos consultados en su presupuesto.





	La indicación número 136, de S.E. el Presidente de la República, reemplaza el año 2001 por el año 2002.





	Sin perjuicio de la competencia de la Comisión de Hacienda, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, que se ha señalado recién, aprobó dicha indicación.





- - -








	En consecuencia, vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento os recomienda introducir las siguientes modificaciones al proyecto de ley aprobado en general:





- - -





	Incorporar, como denominación del proyecto de ley, la siguiente: "Ley sobre documentos electrónicos, firma electrónica y servicios de certificación de dicha firma”.





- - -








Artículo 1º





	Reemplazar su inciso primero por el siguiente:





	"Artículo 1º.- La presente ley regula los documentos electrónicos y sus efectos legales, la utilización en ellos de firma electrónica, la prestación de servicios de certificación de estas firmas y el procedimiento de acreditación al que podrán sujetarse los prestadores de dicho servicio de certificación, con el objeto de garantizar la seguridad en su uso.".








Artículo 2º





	Sustituirlo por el siguiente:





	"Artículo 2º.- Para los efectos de esta ley se entenderá por:





	a) Electrónico: característica de la tecnología que tiene capacidades eléctricas, digitales, magnéticas, inalámbricas, ópticas, electromagnéticas u otras similares;





	b) Certificado de firma electrónica: certificación electrónica que da fe del vínculo entre el firmante o titular del certificado y los datos de creación de la firma electrónica; 





	c) Certificador o Prestador de Servicios de Certificación: entidad prestadora de servicios de certificación de firmas electrónicas; 





	d) Documento electrónico: toda representación de un hecho, imagen o idea que sea creada, enviada, comunicada o recibida por medios electrónicos y almacenada de un modo idóneo para permitir su uso posterior;





	e) Entidad Acreditadora: la Subsecretaría de Economía, Fomento y Reconstrucción;





	f) Firma electrónica: cualquier sonido, símbolo o proceso electrónico, que permite al receptor de un documento electrónico identificar al menos formalmente a su autor;





	g) Firma electrónica avanzada: aquella certificada por un prestador acreditado, que ha sido creada usando medios que el titular mantiene bajo su exclusivo control, de manera que se vincule únicamente al mismo y a los datos a los que se refiere, permitiendo la detección posterior de cualquier modificación, verificando la identidad del titular e impidiendo  que desconozca la integridad del documento y su autoría, y





	h) Usuario o titular: persona que utiliza bajo su exclusivo control un certificado de firma electrónica.".





Artículo 3º





	Reemplazar el inciso primero por el siguiente:





	"Artículo 3º.- Los actos y contratos otorgados o celebrados por personas naturales o jurídicas, suscritos por medio de firma electrónica, serán válidos de la misma manera y producirán los mismos efectos que los celebrados por escrito y en soporte de papel. Dichos actos y contratos se reputarán como escritos, en los casos en que la ley exija que los mismos consten de ese modo, y en todos aquellos casos en que la ley prevea consecuencias jurídicas cuando constan igualmente por escrito.".





	Sustituir, en el inciso segundo, la frase "actos y contratos", por "actos o contratos".





	Eliminar el inciso final.





Artículo 4º





	Reemplazarlo por el que sigue a continuación:





	“Artículo 4º.- Los documentos electrónicos que tengan la calidad de instrumento público, deberán suscribirse mediante firma electrónica avanzada.”.





Artículo 5º





	Sustituirlo por el siguiente:





	“Artículo 5°.- Los documentos electrónicos podrán presentarse en juicio y en el evento de que se hagan valer como medio de prueba, habrán de seguirse las reglas siguientes:





	1.- Los señalados en el artículo anterior, harán plena prueba de acuerdo con las reglas generales; y 





	2.- Los que posean la calidad de instrumento privado tendrán el mismo valor probatorio señalado en el numeral anterior, en cuanto hayan sido suscritos mediante firma electrónica avanzada. En caso contrario, tendrán el valor probatorio que corresponda, de acuerdo a las reglas generales.”.





TITULO II





	Reemplazar su epígrafe por el siguiente:





"TITULO II


USO DE FIRMAS ELECTRÓNICAS POR LOS ÓRGANOS DEL ESTADO”.








Artículo 6º





	Sustituirlo por el siguiente:





	“Artículo 6º.- Los órganos del Estado podrán ejecutar o realizar actos, celebrar contratos y expedir cualquier documento, dentro de su ámbito de competencia, suscribiéndolos por medio de firma electrónica.





	Se exceptúan aquellas actuaciones para las cuales la Constitución Política o la ley exija una solemnidad que no sea susceptible de cumplirse mediante documento electrónico, o requiera la concurrencia personal de la autoridad o funcionario que deba intervenir en ellas.





	Lo dispuesto en este Título no se aplicará a las empresas públicas creadas por ley, las que se regirán por las normas previstas para la emisión de documentos y firmas electrónicas por particulares. “.








Artículo 7º





	Reemplazarlo por el siguiente:





	“Artículo 7º.- Los actos, contratos y documentos de los órganos del Estado, suscritos mediante firma electrónica, serán válidos de la misma manera y producirán los mismos efectos que los expedidos por escrito y en soporte de papel.





	Con todo, para que tengan la calidad de instrumento público o surtan los efectos propios de éste, deberán suscribirse mediante firma electrónica avanzada.”.








Artículo 8º





	Sustituirlo por el que se indica a continuación:





	“Artículo 8º.- Las personas podrán relacionarse con los órganos del Estado, a través de técnicas y medios electrónicos con firma electrónica, siempre que se ajusten al procedimiento descrito por la ley y que tales técnicas y medios sean compatibles con los que utilicen dichos órganos.





	Los órganos del Estado deberán evitar, al hacer uso de firmas electrónicas, que se restrinja injustificadamente el acceso a las prestaciones que brinden y a la publicidad y transparencia que rijan sus actuaciones y, en general, que se cause discriminaciones arbitrarias.”.








Artículo 9º





	Reemplazarlo por el que se indica en seguida:





	“Artículo 9º.- La certificación de las firmas electrónicas avanzadas de las autoridades o funcionarios de los órganos del Estado se realizará por los respectivos ministros de fe. Si éste no se encontrare establecido en la ley, el reglamento a que se refiere el artículo 10 indicará la forma en que se designará un funcionario para estos efectos.





	Dicha certificación deberá contener, además de las menciones que corresponda, la fecha y hora de la emisión del documento.





	Los efectos probatorios de la certificación practicada por el ministro de fe competente serán equivalentes a los de la certificación realizada por un prestador acreditado de servicios de certificación.





	Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso primero, los órganos del Estado podrán contratar los servicios de certificación de firmas electrónicas con entidades certificadoras acreditadas, si ello resultare más conveniente, técnica o económicamente, en las condiciones que señale el respectivo reglamento.”.





Artículo 10





	Sustituirlo por el que se señala a continuación:





	"Artículo 10.- Los reglamentos aplicables a los correspondientes órganos del Estado regularán la forma cómo se garantizará la publicidad, seguridad, integridad y eficacia en el uso de las firmas electrónicas, y las demás necesarias para la aplicación de las normas de este Título.".








Artículo 11





	Suprimirlo.





Artículo 12





	Reemplazarlo por el que sigue:





	“Artículo 11.- Son prestadores de servicios de certificación las personas jurídicas nacionales o extranjeras, públicas o privadas, que otorguen certificados de firma  electrónica, sin perjuicio de los demás servicios que puedan realizar.





	Asimismo, son prestadores acreditados de servicios de certificación las  personas jurídicas nacionales o extranjeras, públicas  o privadas, domiciliadas en Chile y  acreditadas en conformidad al Título V de esta ley, que otorguen certificados de firma electrónica, sin perjuicio de los demás servicios que puedan realizar.”.








Artículos 13 y 14





	Sustituirlos por el siguiente:





	“Artículo 12.- Son obligaciones del prestador de servicios de certificación de firma electrónica:





	a) Contar con reglas sobre prácticas de certificación que sean objetivas y no discriminatorias y comunicarlas a los usuarios de manera sencilla y en idioma castellano;





	b) Mantener un registro de acceso público de certificados, en el que quedará constancia de los emitidos y los que queden sin efecto, en los términos señalados en el reglamento.  A dicho registro podrá accederse por medios electrónicos de manera continua y regular. Para mantener este registro, el certificador podrá tratar los datos proporcionados por el titular del certificado que sean necesarios para ese efecto, y no podrá utilizarlos para otros fines. Dichos datos deberán ser conservados a lo menos durante seis años desde la emisión inicial de los certificados. En lo restante se aplicarán las disposiciones de la ley Nº 19.628, sobre Protección de la Vida Privada;





	c) En el caso de cesar voluntariamente en su actividad, los prestadores de servicios de certificación deberán comunicarlo previamente a cada uno de los titulares de firmas electrónicas certificadas por ellos, de la manera que establecerá el reglamento y deberán, de no existir oposición de estos últimos, transferir los datos de sus certificados a otro prestador de servicios, en la fecha en que el cese se produzca. En caso de existir oposición, dejarán sin efecto los certificados respecto de los cuales el titular se haya opuesto a la transferencia. La citada comunicación se llevará a cabo con una antelación mínima de dos meses al cese efectivo de la actividad;





	d) Publicar en sus sitios de dominio electrónico las resoluciones de la Entidad Acreditadora que los afecten;





	e) En el otorgamiento de certificados de firma electrónica avanzada, comprobar fehacientemente la identidad del solicitante, para lo cual el prestador requerirá previamente, ante sí o ante notario público u oficial del registro civil, la comparecencia personal y directa del solicitante o de su representante legal si se tratare de persona jurídica;





	f) Pagar el arancel de la supervisión, el que será fijado anualmente por la Entidad Acreditadora y comprenderá el costo del peritaje y del sistema de acreditación e inspección de los prestadores;





	g) Solicitar la cancelación de su inscripción en el registro de prestadores acreditados llevado por la Entidad Acreditadora, con una antelación no inferior a un mes cuando vayan a cesar su actividad, y comunicarle el destino que dará a los datos de los certificados, especificando, en su caso, si los va a transferir y a quién, o si los certificados quedarán sin efecto;





	h) En caso de cancelación de la inscripción en el registro de prestadores acreditados, los certificadores comunicarán inmediatamente esta circunstancia a cada uno de los usuarios y deberán, de la misma manera que respecto al cese voluntario de actividad, traspasar los datos de sus certificados a otro prestador, si el usuario no se opusiere;





	i) Indicar a la Entidad Acreditadora cualquier otra circunstancia relevante que pueda impedir la continuación de su actividad. En especial, deberá comunicar, en cuanto tenga conocimiento de ello, el inicio de un procedimiento de quiebra o que se encuentre en cesación de pagos, y





	j) Cumplir con las demás obligaciones legales, especialmente las establecidas en esta ley, su reglamento, y las leyes Nº 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores y Nº 19.628, sobre Protección de la Vida Privada. “.





- - -





	Intercalar el siguiente artículo nuevo:





	“Artículo 13.- El cumplimiento por parte de los prestadores no acreditados de servicios de certificación de firma electrónica, de las obligaciones señaladas en las letras a), b), c) y j) del artículo anterior, será considerado por el juez como un antecedente para determinar si existió la debida diligencia, para los efectos previstos en el inciso primero del artículo siguiente.”.





- - -





Artículo 15





	Pasa a ser artículo 14.





	Suprimir, en el inciso segundo, la palabra "avanzada".





	Reemplazar el inciso tercero por el que sigue:





	"Para los efectos de este artículo, los prestadores acreditados de servicios de certificación de firma electrónica deberán contratar y mantener un seguro, que cubra su eventual responsabilidad civil, por un monto equivalente a cinco mil unidades de fomento, como mínimo, tanto por los certificados propios como por aquéllos homologados en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 15.".








Artículo 16





	Pasa a ser artículo 15.





	En la letra b), sustituir las frases "los antecedentes de su acreditación en su caso," por las siguientes: "y, en su caso, los antecedentes de su acreditación ".





	Agregar, en el inciso final, a continuación de la palabra “electrónica”, el vocablo “avanzada”.








Artículo 17





	Pasa a ser artículo 16.





	En el número 3), sustituir las frases “en las letras c) del artículo 13 y d) del artículo 14”, por las siguientes: “en las letras c)  y h ) del artículo 12".





	Agregar el siguiente inciso final, nuevo:





	"El término de vigencia de un certificado de firma electrónica por alguna de las causales señaladas precedentemente será inoponible a terceros mientras no sea eliminado del registro de acceso público.".








Artículo 19





	Pasa a ser artículo 18.





	Reemplazar el inciso primero, por el siguiente:





	"Artículo 18.- El procedimiento de acreditación se iniciará mediante solicitud ante la Entidad Acreditadora, a la que se deberá acompañar los antecedentes relativos a los requisitos del artículo 17 que señale el reglamento y el comprobante de pago de los costos de la acreditación. La Entidad Acreditadora deberá resolver fundadamente sobre la solicitud en el plazo de veinte días contados desde que, a petición del interesado, se certifique que la solicitud se encuentra en estado de resolverse. Si el interesado denunciare el incumplimiento de ese plazo ante la propia autoridad y ésta no se pronunciare dentro del mes siguiente, la solicitud se entenderá aceptada.".





	Eliminar, en el inciso tercero, la frase " al que se podrá acceder por medios electrónicos", y la coma que la antecede.








Artículo 20





	Pasa a ser artículo 19.





	Sustituir los incisos segundo y tercero por los siguientes:





	"En los casos de las letras b) y c), la resolución será adoptada previa audiencia del afectado y se podrá reclamar de ella ante el Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción, dentro del plazo de cinco días contados desde su notificación. El Ministro tendrá un plazo de treinta días para resolver. Dentro de los diez días siguientes a la fecha en que se notifique la resolución que éste dicte o, en su caso, desde que se certifique que la reclamación administrativa no fue resuelta dentro de plazo, el interesado podrá interponer reclamación jurisdiccional, para ante la Corte de Apelaciones de su domicilio. La reclamación deberá ser fundada y para su agregación a la tabla, vista y fallo, se regirá por las normas aplicables al recurso de protección. La resolución de la Corte de Apelaciones no será susceptible de recurso alguno. 





	Los certificadores cuya inscripción haya sido cancelada, deberán comunicar inmediatamente este hecho a los titulares de firmas electrónicas certificadas por ellos. Sin perjuicio de ello, la Entidad Acreditadora publicará un aviso dando cuenta de la cancelación, a costa del certificador. A partir de la fecha de esta publicación, quedarán sin efecto los certificados, a menos que los datos de los titulares sean transferidos a otro certificador acreditado, en conformidad con lo dispuesto en la letra h) del artículo 12.  Los perjuicios que pueda causar la cancelación de la inscripción del certificador para los titulares de los certificados que se encontraban vigentes hasta la cancelación, serán de responsabilidad del prestador.".








Artículos 22 y 23





	Suprimirlos.








Artículo 24





	Pasa a ser artículo 21.





	Agregar, a continuación de la palabra "certificadores", el vocablo "acreditados".





Artículo 25





	Pasa a ser artículo 22.





	Agregar, a continuación de la palabra "prestadores", el vocablo "acreditados", y considerar en plural la palabra "servicios".








Título VI





	Intercalar en su epígrafe la expresión “Y OBLIGACIONES”, a continuación de la palabra “DERECHOS”.








Artículo 26





	Pasa a ser artículo 23.





	- Reemplazar el numeral 2º por el siguiente:





	“2º. A la confidencialidad en la información proporcionada  a los prestadores de servicios de certificación. Para ello, éstos deberán emplear los elementos técnicos disponibles para brindar seguridad y privacidad  a la información aportada, y los usuarios tendrán derecho a que se les informe, previamente al inicio de la prestación del servicio, de las características generales de dichos elementos;”





	- Eliminar, en el número 3º, la frase “de la acreditación del prestador de servicios, si corresponde”, y los puntos y comas (;) que la preceden y siguen.





	- Suprimir, en el numeral 7º, la frase “especialmente, en los casos descritos en la letra c) del artículo 13 y d) del artículo 14”, y la coma (,) que la antecede.





	- Eliminar, en el numero 9º, la frase “y al registro especial de prestadores no acreditados”.








Artículo 27





	Pasa a ser artículo 24.





	Eliminar la frase “solicitar oportunamente la revocación del certificado,”.





TITULO VII





	Sustituir su epígrafe "REGLAMENTO", por el siguiente:





"REGLAMENTOS".








Artículo 28





	Sustituirlo por el que sigue:





	"Artículo 25.- El Presidente de la República reglamentará esta ley en el plazo de noventa días contados desde su publicación, mediante uno o más decretos supremos del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, suscritos también por los Ministros de Transportes y Telecomunicaciones y Secretario General de la Presidencia.





	Lo anterior es sin perjuicio de los demás reglamentos que corresponda aprobar, para dar cumplimiento a lo previsto en el artículo 10.".





Título VIII


DISPOSICIONES TRANSITORIAS





	Eliminar este epígrafe.





Disposiciones Primera y Segunda





	Suprimirlas.





Disposición Tercera





	Pasa a ser artículo transitorio.





	Reemplazar el guarismo “2001” por “2002”.








- - -





	De aprobarse las modificaciones que se han señalado, el texto del proyecto de ley en informe quedaría como sigue 








PROYECTO DE LEY:





	"Ley sobre documentos electrónicos, firma electrónica y servicios de certificación de dicha firma.





TITULO I


DISPOSICIONES GENERALES





	Artículo 1º.- La presente ley regula los documentos electrónicos y sus efectos legales, la utilización en ellos de firma electrónica, la prestación de servicios de certificación de estas firmas y el procedimiento de acreditación al que podrán sujetarse los prestadores de dicho servicio de certificación, con el objeto de garantizar la seguridad en su uso.





	Las actividades reguladas por esta ley se someterán a los principios de libertad de prestación de servicios, libre competencia, neutralidad tecnológica, compatibilidad internacional y equivalencia del soporte electrónico al soporte de papel.





	Toda interpretación de los preceptos de esta ley deberá guardar armonía con los principios señalados.





	Artículo 2º.- 	Para los efectos de esta ley se entenderá por:





	a) Electrónico: característica de la tecnología que tiene capacidades eléctricas, digitales, magnéticas, inalámbricas, ópticas, electromagnéticas u otras similares;





	b) Certificado de firma electrónica: certificación electrónica que da fe del vínculo entre el firmante o titular del certificado y los datos de creación de la firma electrónica; 





	c) Certificador o Prestador de Servicios de Certificación: entidad prestadora de servicios de certificación de firmas electrónicas; 





	d) Documento electrónico: toda representación de un hecho, imagen o idea que sea creada, enviada, comunicada o recibida por medios electrónicos y almacenada de un modo idóneo para permitir su uso posterior;





	e) Entidad Acreditadora: la Subsecretaría de Economía, Fomento y Reconstrucción;





	f) Firma electrónica: cualquier sonido, símbolo o proceso electrónico, que permite al receptor de un documento electrónico identificar al menos formalmente a su autor;





	g) Firma electrónica avanzada: aquella certificada por un prestador acreditado, que ha sido creada usando medios que el titular mantiene bajo su exclusivo control, de manera que se vincule únicamente al mismo y a los datos a los que se refiere, permitiendo la detección posterior de cualquier modificación, verificando la identidad del titular e impidiendo  que desconozca la integridad del documento y su autoría, y





	h) Usuario o titular: persona que utiliza bajo su exclusivo control un certificado de firma electrónica. 





	Artículo 3º.- Los actos y contratos otorgados o celebrados por personas naturales o jurídicas, suscritos por medio de firma electrónica, serán válidos de la misma manera y producirán los mismos efectos que los celebrados por escrito y en soporte de papel. Dichos actos y contratos se reputarán como escritos, en los casos en que la ley exija que los mismos consten de ese modo, y en todos aquellos casos en que la ley prevea consecuencias jurídicas cuando constan igualmente por escrito. 





	Lo dispuesto en el inciso anterior no será aplicable a los actos o contratos otorgados o celebrados en los casos siguientes:





	a) Aquellos en que la ley exige una solemnidad que no sea susceptible de cumplirse mediante documento electrónico;





	b) Aquellos en que la ley requiera la concurrencia personal de alguna de las partes; y,





	c) Aquellos relativos al derecho de familia.





	La firma electrónica, cualquiera sea su naturaleza, se mirará como firma manuscrita para todos los efectos legales, sin perjuicio de lo establecido en el artículo siguiente.





	Artículo 4º.- Los documentos electrónicos que tengan la calidad de instrumento público, deberán suscribirse mediante firma electrónica avanzada.





	Artículo 5°.- Los documentos electrónicos podrán presentarse en juicio y, en el evento de que se hagan valer como medio de prueba, habrán de seguirse las reglas siguientes:





	1.- Los señalados en el artículo anterior, harán plena prueba de acuerdo con las reglas generales; y 





	2.- Los que posean la calidad de instrumento privado tendrán el mismo valor probatorio señalado en el numeral anterior, en cuanto hayan sido suscritos mediante firma electrónica avanzada. En caso contrario, tendrán el valor probatorio que corresponda, de acuerdo a las reglas generales.








TITULO II


USO DE FIRMAS ELECTRÓNICAS POR LOS ORGANOS DEL ESTADO





	Artículo 6º.- Los órganos del Estado podrán ejecutar o realizar actos, celebrar contratos y expedir cualquier documento, dentro de su ámbito de competencia, suscribiéndolos por medio de firma electrónica.





	Se exceptúan aquellas actuaciones para las cuales la Constitución Política o la ley exija una solemnidad que no sea susceptible de cumplirse mediante documento electrónico, o requiera la concurrencia personal de la autoridad o funcionario que deba intervenir en ellas.





	Lo dispuesto en este título no se aplicará a las empresas públicas creadas por ley, las que se regirán por las normas previstas para la emisión de documentos y firmas electrónicas por particulares. 





	Artículo 7º.- Los actos, contratos y documentos de los órganos del Estado, suscritos mediante firma electrónica, serán válidos de la misma manera y producirán los mismos efectos que los expedidos por escrito y en soporte de papel.





	Con todo, para que tengan la calidad de instrumento público o surtan los efectos propios de éste, deberán suscribirse mediante firma electrónica avanzada.





	Artículo 8º.- Las personas podrán relacionarse con los órganos del Estado, a través de técnicas y medios electrónicos con firma electrónica, siempre que se ajusten al procedimiento descrito por la ley y que tales técnicas y medios sean compatibles con los que utilicen dichos órganos.





	Los órganos del Estado deberán evitar, al hacer uso de firmas electrónicas, que se restrinja injustificadamente el acceso a las prestaciones que brinden y a la publicidad y transparencia que rijan sus actuaciones y, en general, que se cause discriminaciones arbitrarias.





	Artículo 9º.- La certificación de las firmas electrónicas avanzadas de las autoridades o funcionarios de los órganos del Estado se realizará por los respectivos ministros de fe. Si éste no se encontrare establecido en la ley, el reglamento a que se refiere el artículo 10 indicará la forma en que se designará un funcionario para estos efectos.





	Dicha certificación deberá contener, además de las menciones que corresponda, la fecha y hora de la emisión del documento.





	Los efectos probatorios de la certificación practicada por el ministro de fe competente serán equivalentes a los de la certificación realizada por un prestador acreditado de servicios de certificación.





	Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso primero, los órganos del Estado podrán contratar los servicios de certificación de firmas electrónicas con entidades certificadoras acreditadas, si ello resultare más conveniente, técnica o económicamente, en las condiciones que señale el respectivo reglamento.





	Artículo 10.- Los reglamentos aplicables a los correspondientes órganos del Estado regularán la forma cómo se garantizará la publicidad, fiabilidad, seguridad, integridad y eficacia en el uso de las firmas electrónicas, y las demás necesarias para la aplicación de las normas de este título.








TITULO III


DE LOS PRESTADORES DE SERVICIOS DE CERTIFICACIÓN





	Artículo 11.- Son prestadores de servicios de certificación las personas jurídicas nacionales o extranjeras, públicas o privadas, que otorguen certificados de firma electrónica, sin perjuicio de los demás servicios que puedan realizar.





	Asimismo, son prestadores acreditados de servicios de certificación las  personas jurídicas nacionales o extranjeras, públicas  o privadas, domiciliadas en Chile y  acreditadas en conformidad al Título V de esta ley, que otorguen certificados de firma electrónica, sin perjuicio de los demás servicios que puedan realizar.








	Artículo 12.- Son obligaciones del prestador de servicios de certificación de firma electrónica:





	a) Contar con reglas sobre prácticas de certificación que sean objetivas y no discriminatorias y comunicarlas a los usuarios de manera sencilla y en idioma castellano;





	b) Mantener un registro de acceso público de certificados, en el que quedará constancia de los emitidos y los que queden sin efecto, en los términos señalados en el reglamento.  A dicho registro podrá accederse por medios electrónicos de manera continua y regular. Para mantener este registro, el certificador podrá tratar los datos proporcionados por el titular del certificado que sean necesarios para ese efecto, y no podrá utilizarlos para otros fines. Dichos datos deberán ser conservados a lo menos durante seis años desde la emisión inicial de los certificados. En lo restante se aplicarán las disposiciones de la ley Nº 19.628, sobre Protección de la Vida Privada; 





	c) En el caso de cesar voluntariamente en su actividad, los prestadores de servicios de certificación deberán comunicarlo previamente a cada uno de los titulares de firmas electrónicas certificadas por ellos, de la manera que establecerá el reglamento y deberán, de no existir oposición de estos últimos, transferir los datos de sus certificados a otro prestador de servicios, en la fecha en que el cese se produzca. En caso de existir oposición, dejarán sin efecto los certificados respecto de los cuales el titular se haya opuesto a la transferencia. La citada comunicación se llevará a cabo con una antelación mínima de dos meses al cese efectivo de la actividad;





	d) Publicar en sus sitios de dominio electrónico las resoluciones de la Entidad Acreditadora que los afecten; 





	e) En el otorgamiento de certificados de firma electrónica avanzada, comprobar fehacientemente la identidad del solicitante, para lo cual el prestador requerirá previamente, ante sí o ante notario público u oficial del registro civil, la comparecencia personal y directa del solicitante o de su representante legal si se tratare de persona jurídica;





	f) Pagar el arancel de la supervisión, el que será fijado anualmente por la Entidad Acreditadora y comprenderá el costo del peritaje y del sistema de acreditación e inspección de los prestadores;





	g) Solicitar la cancelación de su inscripción en el registro de prestadores acreditados llevado por la Entidad Acreditadora, con una antelación no inferior a un mes cuando vayan a cesar su actividad, y comunicarle el destino que vaya a dar a los datos de los certificados, especificando, en su caso, si los va a transferir y a quién, o si los certificados quedarán sin efecto;





	h) En caso de cancelación de la inscripción en el registro de prestadores acreditados, los certificadores comunicarán inmediatamente esta circunstancia a cada uno de los usuarios y deberán, de la misma manera que respecto al cese voluntario de actividad, traspasar los datos de sus certificados a otro prestador, si el usuario no se opusiere;





	i) Indicar a la Entidad Acreditadora cualquier otra circunstancia relevante que pueda impedir la continuación de su actividad. En especial, deberá comunicar, en cuanto tenga conocimiento de ello, el inicio de un procedimiento de quiebra o que se encuentre en cesación de pagos, y





	j) Cumplir con las demás obligaciones legales, especialmente las establecidas en esta ley, su reglamento, y las leyes Nº 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores y Nº 19.628, sobre Protección de la Vida Privada. 





	Artículo 13.- El cumplimiento, por parte de los prestadores no acreditados de servicios de certificación de firma electrónica, de las obligaciones señaladas en las letras a), b), c) y j) del artículo anterior, será considerado por el juez como un antecedente para determinar si existió la debida diligencia, para los efectos previstos en el inciso primero del artículo siguiente.





	Artículo 14.- Los prestadores de servicios de certificación serán responsables de los daños y perjuicios que en el ejercicio de su actividad ocasionen por la certificación u homologación de certificados de firmas electrónicas. En todo caso, corresponderá al prestador de servicios demostrar que actuó con la debida diligencia. 





	Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, los prestadores no serán responsables de los daños que tengan su origen en el uso indebido o fraudulento de un certificado de firma electrónica. 





	Para los efectos de este artículo, los prestadores acreditados de servicios de certificación de firma electrónica deberán contratar y mantener un seguro, que cubra su eventual responsabilidad civil, por un monto equivalente a cinco mil unidades de fomento, como mínimo, tanto por los certificados propios como por aquéllos homologados en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 15.





	El certificado de firma electrónica provisto por una entidad certificadora podrá establecer límites en cuanto a sus posibles usos, siempre y cuando los límites sean reconocibles por tercero.  El proveedor de servicios de certificación quedará eximido de responsabilidad por los daños y perjuicios causados por el uso que exceda de los límites indicados en el certificado.





	En ningún caso la responsabilidad que pueda emanar de una certificación efectuada por un prestador privado acreditado comprometerá la responsabilidad pecuniaria del Estado.

















TITULO IV


DE LOS CERTIFICADOS DE FIRMA ELECTRÓNICA





	Artículo 15.- Los certificados de firma electrónica, deberán contener, al menos, las siguientes menciones:





	a) Un código de identificación único del certificado;





	b) Identificación del prestador de servicio de certificación, con indicación de su nombre o razón social, rol único tributario, dirección de correo electrónico, y, en su caso, los antecedentes de su acreditación y su propia firma electrónica avanzada;





	c) Los datos de la identidad del titular, entre los cuales deben necesariamente incluirse su nombre, dirección de correo electrónico y su rol único tributario, y





	d) Su plazo de vigencia.





	Los certificados de firma electrónica avanzada podrán ser emitidos por entidades no establecidas en Chile y serán equivalentes a los otorgados por prestadores establecidos en el país, cuando fueren homologados por estos últimos, bajo su responsabilidad, y cumpliendo los requisitos fijados en esta ley y su reglamento, o en virtud de convenio internacional ratificado por Chile y que se encuentre vigente. 





	Artículo 16.- Los certificados de firma electrónica quedarán sin efecto, en los siguientes casos: 





	1) Por extinción del plazo de vigencia del certificado, el cual no podrá exceder de tres años contados desde la fecha de emisión;





	2) Por revocación del prestador, la que tendrá lugar en las siguientes circunstancias:





	a) A solicitud del titular del certificado; 





	b) Por fallecimiento del titular o disolución de la persona jurídica que represente, en su caso;





	c) Por resolución judicial ejecutoriada, o 





	d) Por incumplimiento de las obligaciones del usuario establecidas en el artículo 24;





	3) Por cancelación de la acreditación y de la inscripción del prestador en el registro de prestadores acreditados que señala el artículo 18, en razón de lo dispuesto en el artículo 19 o del cese de la actividad del prestador, a menos que se verifique el traspaso de los datos de los certificados a otro prestador, en conformidad con lo dispuesto en las letras c) y h) del artículo 12; y,





	4) Por cese voluntario de la actividad del prestador no acreditado, a menos que se verifique el traspaso de los datos de los certificados a otro prestador, en conformidad a la letra c) del artículo 12.





	La revocación de un certificado en las circunstancias de la letra d) del número 2) de este artículo, así como la suspensión cuando ocurriere por causas técnicas, será comunicada previamente por el prestador al titular del certificado, indicando la causa y el momento en que se hará efectiva la revocación o la suspensión. En cualquier caso, ni la revocación ni la suspensión privarán de valor a los certificados antes del momento exacto en que sean verificadas por el prestador.





	El término de vigencia de un certificado de firma electrónica por alguna de las causales señaladas precedentemente será inoponible a terceros mientras no sea eliminado del registro de acceso público.








TITULO V


DE LA ACREDITACIÓN E INSPECCIÓN DE LOS PRESTADORES DE SERVICIOS DE CERTIFICACIÓN





	Artículo 17.- La acreditación es el procedimiento en virtud del cual el prestador de servicios de certificación demuestra a la Entidad Acreditadora que cuenta con las instalaciones, sistemas, programas informáticos y los recursos humanos necesarios para otorgar los certificados en los términos que se establecen en esta ley y en el reglamento, permitiendo su inscripción en el registro que se señala en el artículo 18. 





	Para ser acreditado, el prestador de servicios de certificación deberá cumplir, al menos, con las siguientes condiciones:





Demostrar la fiabilidad necesaria de sus servicios;





	b) Garantizar la existencia de un servicio seguro de consulta del registro de certificados emitidos;





	c) Emplear personal calificado para la prestación de los servicios ofrecidos, en el ámbito de la firma electrónica y los procedimientos de seguridad y de gestión adecuados;





	d) Utilizar sistemas y productos confiables que garanticen la seguridad de sus procesos de certificación;





	e) Haber contratado un seguro apropiado en los términos que señala el artículo 14; y,





	f) Contar con la capacidad tecnológica necesaria para el desarrollo de la actividad de certificación.





	Artículo 18.- El procedimiento de acreditación se iniciará mediante solicitud ante la Entidad Acreditadora, a la que se deberá acompañar los antecedentes relativos a los requisitos del artículo 17 que señale el reglamento y el comprobante de pago de los costos de la acreditación. La Entidad Acreditadora deberá resolver fundadamente sobre la solicitud en el plazo de veinte días contados desde que, a petición del interesado, se certifique que la solicitud se encuentra en estado de resolverse. Si el interesado denunciare el incumplimiento de ese plazo ante la propia autoridad y ésta no se pronunciare dentro del mes siguiente, la solicitud se entenderá aceptada.





	La Entidad Acreditadora podrá contratar expertos con el fin de verificar el cumplimiento de los requisitos señalados en el artículo 17. 





	Otorgada la acreditación, el prestador será inscrito en un registro público que a tal efecto llevará la Entidad Acreditadora.  Durante la vigencia de su inscripción en el registro, el prestador acreditado deberá informar a la Entidad Acreditadora cualquier modificación de las condiciones que permitieron su acreditación.





	Artículo 19 .- Mediante resolución fundada de la Entidad Acreditadora se podrá dejar sin efecto la acreditación y cancelar la inscripción en el registro señalado en el artículo 18, por alguna de las siguientes causas:





	a) Solicitud del prestador acreditado;





	b) Pérdida de las condiciones que sirvieron de fundamento a su acreditación, la que será calificada por los funcionarios o peritos que la Entidad Acreditadora ocupe en la inspección a que se refiere el artículo 20; y, 





	c) Incumplimiento grave o reiterado de las obligaciones que establece esta ley y su reglamento.





	En los casos de las letras b) y c), la resolución será adoptada previa audiencia del afectado y se podrá reclamar de ella ante el Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción, dentro del plazo de cinco días contados desde su notificación. El Ministro tendrá un plazo de treinta días para resolver. Dentro de los diez días siguientes a la fecha en que se notifique la resolución que éste dicte o, en su caso, desde que se certifique que la reclamación administrativa no fue resuelta dentro de plazo, el interesado podrá interponer reclamación jurisdiccional, para ante la Corte de Apelaciones de su domicilio. La reclamación deberá ser fundada y para su agregación a la tabla, vista y fallo, se regirá por las normas aplicables al recurso de protección. La resolución de la Corte de Apelaciones no será susceptible de recurso alguno. 





	Los certificadores cuya inscripción haya sido cancelada, deberán comunicar inmediatamente este hecho a los titulares de firmas electrónicas certificadas por ellos. Sin perjuicio de ello, la Entidad Acreditadora publicará un aviso dando cuenta de la cancelación, a costa del certificador. A partir de la fecha de esta publicación, quedarán sin efecto los certificados, a menos que los datos de los titulares sean transferidos a otro certificador acreditado, en conformidad con lo dispuesto en la letra h) del artículo 12.  Los perjuicios que pueda causar la cancelación de la inscripción del certificador para los titulares de los certificados que se encontraban vigentes hasta la cancelación, serán de responsabilidad del prestador.





	Artículo 20.- Con el fin de comprobar el cumplimiento de las obligaciones de los prestadores acreditados, la Entidad Acreditadora ejercerá la facultad inspectora sobre los mismos y podrá, a tal efecto, requerir información y ordenar visitas a sus instalaciones mediante funcionarios o peritos especialmente contratados, de conformidad al reglamento. 





	Artículo 21.- La Entidad Acreditadora, así como el personal que actúe bajo su dependencia o por cuenta de ella, deberá guardar la confidencialidad y custodia de los documentos y la información que le entreguen los certificadores acreditados.





	Artículo 22.- Los recursos que perciba la Entidad Acreditadora por parte de los prestadores acreditados de servicios de certificación constituirán ingresos propios de dicha entidad y se incorporarán a su presupuesto.








TITULO VI


DERECHOS Y OBLIGACIONES DE LOS USUARIOS DE FIRMAS ELECTRÓNICAS





	Artículo 23.- Los usuarios o titulares de firmas electrónicas tendrán los siguientes derechos:





	1º.	A ser informado por el prestador de servicios de certificación, de las características generales de los procedimientos de creación y de verificación de firma electrónica, así como de las reglas sobre prácticas de certificación y las demás que éstos se comprometan a seguir en la prestación del servicio, previamente a que se empiece a efectuar;





	2º.	A la confidencialidad en la información proporcionada a los prestadores de servicios de certificación. Para ello, éstos deberán emplear los elementos técnicos disponibles para brindar seguridad y privacidad a la información aportada, y los usuarios tendrán derecho a que se les informe, previamente al inicio de la prestación del servicio, de las características generales de dichos elementos;





	3º.	A ser informado, antes de la emisión de un certificado, del precio de los servicios de certificación, incluyendo cargos adicionales y formas de pago, en su caso; de las condiciones precisas para la utilización del certificado y de sus limitaciones de uso, y de los procedimientos de reclamación y de resolución de litigios previstos en las leyes o que se convinieren;





	4º.	A que el prestador de servicios o quien homologue sus certificados le proporcionen la información sobre sus domicilios en Chile y sobre todos los medios a los que el usuario pueda acudir para solicitar aclaraciones, dar cuenta del mal funcionamiento del sistema, o presentar sus reclamos;





	5º.	A ser informado, al menos con dos meses de anticipación, por los prestadores de servicios de certificación, del cese de su actividad, con el fin de hacer valer su oposición al traspaso de los datos de sus certificados a otro certificador, en cuyo caso dichos certificados se extinguirán de conformidad con el numeral 4) del artículo 16 de la presente ley, o bien, para que tomen conocimiento de la extinción de los efectos de sus certificados, si no existiere posibilidad de traspaso a otro certificador. 





	6º.	A ser informado inmediatamente de la cancelación de la inscripción en el registro de prestadores acreditados, con el fin de hacer valer su oposición al traspaso de los datos de sus certificados a otro certificador, en cuyo caso dichos certificados se extinguirán de conformidad con el numeral 3) del artículo 16 de la presente ley, o bien, para tomar conocimiento de la extinción de los efectos de sus certificados, si no existiere posibilidad de traspaso a otro certificador;





	7º.	A traspasar sus datos a otro prestador de servicios de certificación;





	8º.	A que el prestador no proporcione más servicios y de otra calidad que los que haya pactado, y a no recibir publicidad comercial de ningún tipo por intermedio del prestador, salvo autorización expresa del usuario;





	9º.	A acceder, por medios electrónicos, al registro de prestadores acreditados que mantendrá la Entidad Acreditadora, y





	10º.	A ser indemnizado y hacer valer los seguros comprometidos, en conformidad con el artículo 14 de la presente ley.





	Los usuarios gozarán de estos derechos, sin perjuicio de aquellos que deriven de la Ley Nº 19.628, sobre Protección de la Vida Privada y de la Ley Nº 19.496, sobre Protección a los Derechos de los Consumidores y podrán, con la salvedad de lo señalado en el número 10° de este artículo, ejercerlos conforme al procedimiento establecido en esa última normativa. 





	Artículo 24.- Los usuarios de los certificados de firma electrónica quedarán obligados, en el momento de proporcionar los datos de su identidad personal u otras circunstancias objeto de certificación, a brindar declaraciones exactas y completas. Además, estarán obligados a custodiar adecuadamente los mecanismos de seguridad del funcionamiento del sistema de certificación que les proporcione el certificador, y a actualizar sus datos en la medida que éstos vayan cambiando. 








TITULO VII


REGLAMENTOS





	Artículo 25.- El Presidente de la República reglamentará esta ley en el plazo de noventa días contados desde su publicación, mediante uno o más decretos supremos del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, suscritos también por los Ministros de Transportes y Telecomunicaciones y Secretario General de la Presidencia.





	Lo anterior es sin perjuicio de los demás reglamentos que corresponda aprobar, para dar cumplimiento a lo previsto en el artículo 10.





	Artículo transitorio.- El mayor gasto que irrogue a la Subsecretaría de Economía, Fomento y Reconstrucción las funciones que le asigna esta ley, durante el año 2002, se financiará con los recursos consultados en su presupuesto.".





- - -








	Acordado en sesiones celebradas los días 16 de octubre, 13 y 20 de noviembre y 18 de diciembre de 2001, y 8 de enero de 2002, con la asistencia de los HH. Senadores señores Sergio Díez Urzúa, (Presidente), Marcos Aburto Ochoa (Sergio Fernández Fernández) Andrés Chadwick Piñera, Juan Hamilton Depassier (José Antonio Viera-Gallo Quesney) y Enrique Silva Cimma.








	Sala de la Comisión, a 9 de enero de 2002.





















































                                                                   JOSÉ LUIS ALLIENDE LEIVA


                                                                                    Secretario
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� El concepto de firma electrónica avanzada de la normativa española es “la firma electrónica que permite la identificación del signatario y ha sido creada por medios que éste mantiene bajo su exclusivo control, de manera que está vinculada únicamente al mismo y a los datos a los que se refiere, lo que permite que sea detectable cualquier modificación ulterior de éstos.”. 


� Conforme al inciso segundo del artículo 1º de esta ley, la Administración del Estado está constituida por los Ministerios, las Intendencias, las Gobernaciones y los órganos y servicios públicos creados para el cumplimiento de la función administrativa, incluidos la Contraloría General de la República, el Banco Central, las Fuerzas Armadas y las Fuerzas de Orden y Seguridad pública, los Gobiernos Regionales, las Municipalidades y las empresas públicas creadas por ley.
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